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La presente investigación, tiene como objetivo determinar cómo el principio de 
oportunidad, en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales establecidos 
en el Art. 310-A del C.P, satisface el Derecho Penal de mínima intervención; ante 
ello se desarrolló como principales teorías: el derecho ambiental como derecho 
fundamental, el principio de mínima intervención, delitos ambientales y el 
principio de oportunidad.  
Se ha utilizado el diseño de investigación cuantitativo, y tipo de investigación 
descriptivo. Teniéndose como población conformada por jueces y fiscales 
especializados en delitos ambientales, así como abogados del Ilustre Colegio de 
Abogados de Lambayeque, obteniéndose como muestra a 2 jueces penales, 3 
fiscales especializados en materia ambiental y 50 abogados colegiados del 
Colegio de Abogados de Lambayeque.   
Después de la aplicación de dicho instrumento, se obtuvo diversos resultados, 
siendo uno de ellos, que la mayoría de encuestados refirieron que se debe 
incorporar el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables al 
principio de oportunidad. Lo cual se concluyó que al aplicar el principio de 
oportunidad en estos tipos de delitos, se resarcirá el daño ocasionado de manera 
inmediata a través del pago pecuniario de la reparación civil  y funcional mediante 
la reforestación.  
 
Palabras claves: Principio de oportunidad, Principio de mínima intervención, 












The objective of this research was to determine how the opportunity principle in 
the crimes of illegal trafficking of forest products established in 310-A Article of 
Penal Code, satisfy the Penal Law of minimum intervention; before it was 
developed as main theories: the Environmental Law as Basic Law, the principle 
of minimum intervention, environmental crimes and opportunity principle. The 
design of this research was quantitative and of descriptive type. 
The population was made up of specialized judges and prosecutors in 
environmental crimes, likewise lawyers of the Illustrious Bar Association of 
Lambayeque; it was obtained 2 penal judges, 3 specialized prosecutors in 
environmental matter and 50 lawyers of the College of Lawyers of Lambayeque. 
Before of the application of this instrument, several result was obtained, being 
one of them that most of surveyed said the crime of illegal trafficking of timber 
forest products to the opportunity principle. In conclusion, that to apply the 
opportunity principle in these types of crimes, the damage caused will be 
compensated immediately through of pecuniary payment of the civil and 
functional reparation through reforestation. 
 
Keywords: Opportunity Principle, minimum principle of intervention, the crime of 




I. INTRODUCCIÓN  
En el contexto social local, años 2015-2019 no es alentador, factores como el 
escaso bagaje en materia legislativa, aunado a la ausencia de preparación y 
capacitación en los operados jurídicos (jueces, fiscales, abogados) en temas 
medioambientales y su correcta regulación, propician el espacio perfecto para 
un sobredimensionamiento punitivo.  
Si bien, la tala indiscriminada y posterior tráfico de especies forestales 
maderables protegidas, pone en grave riesgo el sostenimiento de los 
ecosistemas y la supervivencia de especies de fauna y  flora, no resulta siendo 
óbice para una desnaturalización de los fines y principios que persigue el 
ordenamiento jurídico penal.  
Los esfuerzos han sido notables, pero a nuestro criterio aún resulta siendo 
insuficientes, pues hay situaciones en específico que delimitar; las mismas que 
deben orientarse siempre dentro del horizonte de un derecho penal de mínima 
intervención.  
Las sanciones que se contemplan en el Título VII, Capítulo II del C.P, para 
sancionar los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, en el 
apartado 310-A, en su tipo base, del cual mantiene una pena en el extremo 
mínimo de cuatro a un máximo de siete años de pena privativa de la libertad, 
considerando formas agravadas con una pena incrementada de ocho a diez 
años. 
La construcción del tipo penal que además incorporó acciones de carácter extra 
penal (derecho administrativo), contempla como uno de sus verbos rectores 
“transportar”; en el cual está inmersa la acción del transporte de productos 
forestales maderables (carbón, madera), concretándose con la participación de 
los conductores y los vehículos de carga (tráiler, semi tráiler, camiones, 
camionetas, mototaxis).  
Desde la literalidad del tipo penal, se difiere la ausencia con respecto a un hecho 
trascendental, esto es, en la falta de delimitación de la cantidad de producto, con 
lo cual ante un eventual proceso por el delito de tráfico ilegal de productos  
forestales maderables, el agente puede ser sancionado dentro del marco  




de libertad, sin tenerse en cuenta, si una persona transportó en un tráiler de 480 
sacos o si lo hizo en una mototaxi con 05 sacos; lo mismo ocurre con el 
transporte de madera, de 300 pies de maderas o 1 pie de madera.  
Ahora bien, analizando el tipo penal del delito de tráfico ilegal de productos 
forestales maderables no contiene una grave lesividad al bien jurídico tutelado 
que es el medio ambiente; como lo es, en la minería ilegal contemplada en el art. 
307-A del C.P, alcanzando una sanción penal no menor de cuatro años ni mayor 
de ochos años de pena privativa de la libertad, considerando formas agravadas 
en las que la pena se incrementa de ocho a diez años; sin embargo, el Poder 
Ejecutivo mediante el D.L N°1102, aprobó la incorporación de delito al Principio 
de Oportunidad, teniendo como fundamental causa la lucha contra la crimen 
organizado y específicamente, los diferentes tipos  delictivos que transgreden el 
medio ambiente y  ecosistemas.  
En este sentido, el Estado ha venido buscando un mecanismo especial de 
solución justificada, para aquellos delitos de naturaleza pluriofensiva; sin 
embargo, carece de una falta de proporcionalidad, en cuanto a la determinación 
de penas abstractas para los diferentes tipos penales que mantiene relación con 
algunos ilícitos que protegen el mismo bien jurídico tutelado; como por ejemplo, 
en el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables que no pueda 
concurrirse al principio de oportunidad por no cumplir con el limite objetivo 
previsto por el art. 2° del C.P.P (cuando le pena es insuficiente del Inc. 1 o cuando 
carece de merecimiento de pena Inc. 2), mientras  que en el delito de minería 
ilegal es aplicable. 
Ante ello, es que surgió el siguiente problema: ¿Cómo el principio de 
oportunidad, en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales establecidos 
en el art. 310-A del C.P, satisface el Derecho Penal de mínima intervención?  
En lo concerniente a la justificación, vale enfatizar que la presente investigación 
surgió por la necesidad de instaurar en nuestra legislación un derecho de mínima 
intervención, con respecto  a los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, específicamente en su verbo rector: transportar, el entendido de 
que el derecho penal obedece a una mínima intervención en las conductas 




del marco legal que orienta las directrices del derecho penal, sin pretender 
desconocer la importancia de un bien jurídico de carácter supraindividual.  
Este trabajo se realizó con la finalidad de que se emita un pronunciamiento 
mediante una propuesta legislativa, que introduzca el delito de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables dentro del principio de oportunidad, a fin de que 
se sancionen de manera proporcional en cuanto a las conductas de los sujetos 
infractores; y que se indique de manera inmediata una real compensación y 
reforestación por los daños ecológicos causados.  
De este modo, mediante la presente investigación se beneficiaron la población 
en general, debido a que, la tala indiscriminada que se realiza ocasiona cambios 
coexistentes en nuestro medio ambiente, por lo tanto, este estudio contribuye al 
beneficio colectivo; así mismo se ayudará también a los jueces y fiscales, debido 
a que a través de esta aplicación se disminuirá la carga procesal existente en los 
juzgados y fiscalías;  de la misma manera a los abogados quienes seguirán el 
paso a la Ley y a las nuevas situaciones que son reguladas por el derecho, 
finalmente también a los estudiantes de derecho pues a su formación le será de 
gran aporte la presente investigación.  
Es importante destacar que, en la presente investigación se planteó como 
objetivo general: Determinar cómo el principio de oportunidad, en los delitos de 
tráfico ilegal de productos forestales establecidos en el art. 310-A del C.P, 
satisface el Derecho Penal de mínima intervención. 
Como objetivos específicos:  
a) Identificar cuáles son los mecanismos que resulten aplicables al delito 
de tráfico ilegal de productos forestales maderables establecidos en el art. 
310-A del C.P. 
b) Establecer la cantidad de procesos que se tramitaron a nivel del distrito 
Judicial de Lambayeque y que fueron materia de conclusión anticipada. 
c) Proponer que se aplique el principio de oportunidad en los delitos de 





Por estas razones se planteó la siguiente hipótesis:  
El principio de oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, satisface el derecho penal de mínima intervención, porque 
regulariza las conductas menos gravosas hacia formas de solución más 
























II. MARCO TEÓRICO  
 
Los trabajos previos que respaldan la presente investigación son de carácter: 
internacional, nacional y local, consignándose en el siguiente orden:  
En lo que concierne a los trabajos previos a nivel internacional, en Colombia, se 
cita a los tesistas, Cervantes, Escobar y García (2009), en su tesis titulada: “El 
Principio de Oportunidad; Análisis crítico a las causales que permiten su 
aplicación”; para optar al grado de título de abogado, en la Pontificia Universidad 
Javeriana Facultad de Ciencias Jurídicas -  Colombia, en su tercera conclusión 
refiere que:  
“La Política criminal del Estado maneja diferentes mecanismos para 
erradicar la delincuencia, ante ello el Derecho Penal llegaría ser uno de 
estos mecanismos, pero no siempre es el más correcto, para corregir 
estas conductas, teniendo en cuenta que muchas de estas conductas 
son de poca relevancia, por la cual se hace innecesaria la utilización del 
derecho penal. Como mecanismos de solución alternativa seria la 
aplicación del principio de oportunidad”. (p. 118)  
Es necesario respaldar la posición asumida por los autores; puesto que, si bien 
es cierto el derecho penal se encarga de sancionar delitos pluriofensivos, se 
debe tener en cuenta aquellos casos menos gravosos en los cuales es necesario 
la aplicación inmediata de una medida alternativa de solución eficaz como lo es, 
el principio de oportunidad.  
Por otro lado en Chile, a juicio de Tapia (2015), en su tesis titulada: “Estudio del 
Delito Ambiental en Chile, escenarios y recomendaciones al sector privado ante 
su posible tipificación”; para optar el título de abogado, en la Universidad de 
Chile, en su primera conclusión, expresó: 
“De la revisión internacional de los países que mantiene una costumbre 
de protección al derecho general, se concluye que la Unión Europea 
posee una sola regulación penal entre todos sus estados, mientras que 
en Latinoamérica su aplicación es múltiple, teniendo cada país su propia 




aplicación de la responsabilidad penal y su tipificación de los delitos 
ambientales en sus códigos penales o leyes especiales”. (p. 92) 
De lo referido por el acotado autor, se puede diferir que el Perú es uno de los 
países Latinoamericanos que mantiene su propia regulación y tipificación en 
cuanto a los delitos ambientales, tanto en el ámbito penal como administrativo, 
siendo estas sanciones no proporcionales para quienes incurren en estos tipos 
de delitos.  
Por otra parte en Colombia, Candamil y Gonzales (2015), en su tesis titulada: 
“Expansión del Derecho Penal en Desmedro del Principio de mínima 
intervención”; para optar al grado de título de abogado, en la Pontificia 
Universidad Javeriana Facultad de Ciencias Jurídicas -  Colombia, en su primera 
conclusión refiere que:  
“En su gran mayoría el ordenamiento jurídico, se encarga de restringir la 
acción punitiva a través del Principio de intervención mínima, en la cual 
supone que el derecho penal es la Ultima Ratio, ante ello su intervención 
solo es necesario cuando existen amenazas menos graves contra el bien 
jurídico tutelado o interviene cuando no sea posible aplicar otra acción 
menos drástica. En la actualidad el legislador ha optado una posición 
diferente, vulnerando el criterio de este principio, puesto que aumenta 
las penas o crea nuevos tipos penales, suponiendo que esto erradicara 
la comisión de conductas punibles, siendo un criterio errado ya que solo 
se ha visto que día a día se incrementa en demasía  dichas conductas 
delictuosas, congestionando la administración de justicia por la 
equivocada ideología de que el único castigo ejemplar es la cárcel”. (p. 
89-90)  
Ante lo argumentado por el acotado por dicho autor, se tiene la misma postura, 
debido a que, se debe tener en cuenta la finalidad que tiene el principio de 
mínima intervención para aquellos casos menos gravosos, como por ejemplo, el 
hecho de transportar de uno a diez sacos de carbón, acción que no requiere de 
una sanción privativa de libertad, por lo contrario se le debería imponer una 




Así mismo en Colombia, Ortiz (2017), en su tesis titulada: “Eficacia de las medida 
preventivas en la normativa Ambiental Colombiana”; para optar por el grado de 
especialidad en Derecho Administrativo, en la  Universidad la Gran Colombia – 
Bogotá, en su última conclusión, señaló: 
“Los instrumentos jurídicos y el control ambiental colombiano son 
medidas eficaces que tanto el sector público y privado mantienen 
conciencia o cultura ambiental en relación con la aplicación de los 
principios de precaución y prevención como pilares del desarrollo 
sostenible”. (p. 82-83)  
Es necesario destacar que el sistema colombiano realiza una buena aplicación 
de los principios aplicados para el proteger el medio ambiente, así mismo en 
nuestro legislación también cuenta con principios como por ejemplo el principio 
de oportunidad que es un mecanismo de solución, el cual no puede ser aplicado 
en el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables por no 
encontrarse dentro del margen legal permitido, pese a que su aplicación sería un 
solución eficaz para el resarcimiento del daño ocasionado.   
Finalmente, en Colombia el tesista Pretelt (2018), en su tesis titulada: “Principio 
de Igualdad frente a la aplicación del principio de oportunidad en Colombia”; para 
optar el título de Abogado, en la Pontificia Universidad Javeriana Facultad de 
Ciencias Jurídicas – Bogotá, en su sexta conclusión expreso:  
“Que es apreciable la vulneración existente en cuanto al principio de 
igualdad al impedirse que el principio de oportunidad sea aplicado en el 
sistema procesal de la Ley 600. Ante ello  es inaceptable que el principio 
de oportunidad se puede aplicar contra los altos funcionarios del Estado, 
pero no para aquellos que se encuentra dentro del margen  de la  
presente Ley, toda vez que la misma constitución Política impide el uso 
del principio de oportunidad y  los pronunciamientos de la corte 
Constitucional que eliminan los accesos a beneficios  por parte de 
procesados”. (p. 66-67) 
En concordancia con lo indicado por el autor, se podría decir que, en nuestra 
legislación peruana también se vulnera el principio de igual, toda vez que se 




y no resulta aplicable en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, teniendo en cuenta que en ambos casos se protege el mismo bien 
jurídico tutelado, que es el Medio Ambiente; por lo cual existe una incoherencia 
normativa.  
 A continuación, a nivel nacional en Lima, se ha podido investigar al autor López 
(2012), en su tesis titulada: “La administración de justicia en cuestiones medio 
ambientales mineros y su relación con la prevención de conflictos sociales”; para 
optar el grado de Magister en Derecho, en la Pontificia Universidad Católica del 
Perú, en su quinto conclusión, refirió:    
“Nuestra Constitución reconoce en el art. 2, inc. 11 la protección de los 
derechos medios ambientales, sin embargo, para los órganos 
jurisdiccionales del Perú resultan siendo incipiente, pese a ser un 
derecho fundamental, este no ha recibido la adecuada atención por parte 
de la instituciones del estado”. (p. 111) 
Es necesario respaldar esta posición asumida por el autor, puesto que, hace falta 
regular lineamientos bien definidos, para que de este modo se brinde soluciones 
efectivas de manera inmediata a nuestro medio ambiente.  
De la misma manera, en Lima, Pérez (2014), en su tesis titulada: “Estructura de 
las redes de corrupción en el proceso de comercialización y extracción de 
madera extraída de concesiones forestales otorgadas en la provincia de Coronel 
Portillo, Región de Ucayali, entre los años 2008 y 2011”; para optar el grado de 
Magister en Ciencia Política y Gobierno, en la Pontificia Universidad Católica del 
Perú - Lima, en su última conclusión argumentó:  
“La  constante lucha contra la corrupción en el ámbito forestal, la tala 
ilegal y la actividad y control de las redes de corrupción en el 
procedimiento de extracción de madera a través de las concesiones 
forestales, se evidencia una deficiencia entre lo contemplado en las 
normas descritas y en lo que se visualiza en nuestra realidad”. (p. 200). 
Es cierto que existen normas legales contra la corrupción en el ámbito ambiental, 
pero que no son aplicadas para todos los casos, existiendo una deficiencia en 




incorpora en los delitos de minería ilegal el principio de oportunidad, teniendo 
como fundamento que este mecanismo de solución erradica la criminalidad y 
particularmente las formas delictivas contra el medio ambiente.   
Por otro lado en Juliaca, Paredes (2017), en su tesis titulada: “Deficiente 
aplicación de la Ley contra el tráfico ilegal de productos forestales maderables 
en la Región de Puno periodo 2016”; para optar el título de abogado, Universidad 
Andina Nector Cáceres Velásquez de Juliaca - Perú, en su primera conclusión 
expresó:  
“Las especies protegidas por nuestra legislación se encuentra en un 
estado de indefensión, ante ello la ley 27444 Ley de Procedimiento 
Administrativo General, la Ley N° 29763 Ley Forestal y de Fauna 
Silvestre y la Ley del medio ambiente y sus modificaciones, deberán 
tomar acciones de forma conjunta dentro de la normativa para un 
adecuado proceso que permita mitigar la debilidad del Estado”. (p. 80) 
Ante lo referido por dicho autor, es Indisputable que se debe de trabajar de forma 
conjunta las leyes mencionadas y el órgano jurisdiccional, a fin de regenerar el 
daño ocasionado al medio ambiente.  
Por otro lado en Lima, el autor Ortiz (2018), en su trabajo académico: “La 
necesidad de legislar la cantidad de productos forestales maderables 
transportada y el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables”; para 
optar el título de segunda especialidad en Derecho Ambiental  y de los Recursos 
Naturales, en la Pontificia Universidad Católica del Perú, en su tercera 
conclusión, expuso:  
“El criterio objetivo para determinar en un caso de transporte ilegal de 
productos forestales maderables si nos encontramos ante una infracción 
administrativa o la comisión  de un delito es la cuantificación de la 
manera transportada”. (p. 32)  
Efectivamente, se puede apreciar que ante la ausencia de la delimitación de la 
cantidad de producto en un proceso seguido por el delito de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables, el agente que transportó 500 sacos o aquel 




Así mismo en Lima, Coronado (2018), en su tesis titulada: “El principio de 
oportunidad y su aplicación en el distrito judicial de Tacna, durante el periodo 
abril de 2008 – diciembre de 2012”; para optar el grado de Magister en Derecho, 
en la Universidad Mayor de San Marcos Lima- Perú , en su primera conclusión, 
argumentó:  
“Existen factores de las cuales influyeron para la deficiencia de la 
aplicación del principio de oportunidad y posterior continuar con la 
investigación preliminar, como la formalización de la investigación 
preparatoria del proceso penal, de las cuales son la excesiva carga 
procesal, la deficiencia en cuanto a la normativa del art. 2 del Código 
Procesal Penal, la cultura litigiosa de las partes procesales, por la 
carencia de conocimientos con respecto a los beneficios del principio de 
oportunidad y  la falta de discernimiento de los fiscales del valor que tiene 
la aplicación del principio de oportunidad como mecanismo alternativo 
de solución ante los conflictos sociales”. (p. 232- 233) 
Ante lo manifestado por el autor se está de acuerdo; sin embargo, cabe resaltar 
que la misma norma jurídica restringe la aplicación de principio de oportunidad 
como mecanismo de solución en su art. 2 del C.P.P.  
Finalmente se aprecia que, a nivel local la investigación del tesista Vera (2018), 
en su tesis titulada: “El comercio ilegal del carbón vegetal en Lambayeque”; para 
optar el grado de Magister, en la Universidad Nacional Pedro Ruiz Gallo Chiclayo 
– Perú, en su tercera conclusión, refirió:   
“Los órganos reguladores como SERFOR y el M.P, no cumplen a 
cabalidad las tareas encomendadas lo que facilita la recurrencia de estas 
actividades ilícitas que lesionan gravemente el ambiente y están 
destruyendo los bosques de nuestro departamento”. (p. 115)  
Se puede señalar que debido a la carga procesal existente en el departamento 
de Lambayeque, en cuanto al delito de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, las autoridades administrativas como penales no estarían 





De acuerdo con Linares (2018), quien en su tesis titulada: “Responsabilidad 
penal de las personas jurídicas en función a la tipicidad de los Delitos 
Ambientales”; para optar el grado de Magister en Derecho, en la universidad 
Nacional Pedro Ruiz Gallo Chiclayo – Perú, en su tercera conclusión, expreso:  
“El C.P regula los delitos ambientales, sin embargo, son tipos penales 
en blanco porque estos se derivan de las normas administrativas. Es 
decir, la conducta antijurídica del imputado se determina por el 
incumplimiento administrativo; por ello se requieres de un sistema 
unificado”. (p. 165) 
Es preciso respaldar esta posición asumida por el autor, puesto que, el solo 
hecho de no contar con un permiso o autorización administrativa constituye un 
hecho delictivo que es sancionado penalmente, esto quiere decir que las 
personas que cuenta con una autorización administrativa pueden dañar el medio 
ambiente, sin resarcir el daño ocasionado, por el solo hecho de contar con el 
permiso o autorización administrativa.  
Tal como refiere Torres (2018)  en su tesis titulada: “El principio de oportunidad 
aplicado en el Distrito Fiscal de Lambayeque, Provincia de Jaén, en los años 
2014 y 2015”; para optar el grado de Magister en Derecho, en la universidad 
Nacional Pedro Ruiz Gallo Chiclayo – Perú, en su quinta conclusión, propuso: 
“El aumento de presupuestos para la aplicación del principio de 
oportunidad, para aquellos delitos que tenga una pena privativa de la 
libertad no mayor de cuatros años y hasta por penas no mayor de seis 
años que se encuentra dentro de los supuesto del artículo 21 del Código 
Penal, por cuanto que la legislación peruana de manera errada, está 
aumentando drásticamente las penas y limitando la posibilidad de que 
se aplique una penas suspendida o se pueda acceder a beneficios”. 
(p.119) 
Es aceptada la propuesta brindada por el autor, puesto que, es necesario poder 
brindar beneficios o mecanismos de solución para aquellos casos que son 
menos ofensivos o para ellos agentes primarios que incurran en un hecho 




Citando a López (2018) en su tesis titulada: “El rol de la OEFA y su efectividad 
para asegurar el derecho a vivir en un ambiente sano en el año 2015”; para optar 
el título de abogado, en la universidad Señor de Sipan Pimentel – Perú, en su 
primera conclusión, expreso: 
“Que a pesar de que el ecosistema se encuentre afectado, aún sigue 
proporcionando sus beneficios, y su vez garantiza calidad ambiental 
para aquellas personas que se favorecen de ese ecosistema, sin 
embargo, se puede determinar el perjuicio o daño por  el hecho 
ocasionado, de la cual se le puede atribuir el delito de contaminación 
ambiental; asimismo, se podrá archivar un caso si se encuentra en un 
estado reproblable e imposible de ser más contaminado,  ya que no 
existe mayor lesión para ese bien jurídico”. (p.95)  
Ante lo mencionado por el autor, se puede dilucidar que nuestro ecosistema 
sigue siendo afectado sin poder de una forma resarcir el daño ocasionado, ante 
ello se considera que la forma más adecuada de sancionar seria la reforestación 
del ambiente afectado. 
Como plantea Cruz (2019) en su tesis titulada: “Análisis de la protección del 
medio ambiente”; para optar el grado de bachiller en derecho, en la universidad 
Señor de Sipan Pimentel – Perú, en su segunda conclusión, expreso: 
“Que en la actualidad la protección ambiental se encuentra en una 
apariencia  de contaminación, ya sea porque la acción jurídica penal lo 
que busca es el resarcimiento del daño ocasionado por el agente 
contaminador, con ello se tiene en cuenta que el Derecho Penal y el 
accionar de las normas frente a estos tipos de delitos, es que no se 
produzca efectos jurídicos sin importar afectar al bien jurídico tutelado”. 
(p. 76) 
A lo argumentado por el referido autor, se guarda la misma postura, debido a 
que, resulta difícil entender que la protección del medio ambiente es una 
apariencia ficticia, ya que en su mayoría el legislador lo que busca es 
sancionar penalmente y que se establezca un monto pecuniario, sin importar 




Acto seguido se considerarán las teorías relacionadas al tema; puesto que, su 
desarrollo es importante para tener un sustento teórico, consignándose en el 
siguiente orden: 
Como primer punto se desarrollará lo referente al derecho ambiental como 
derecho fundamental; ante ello nuestra Constitución Política del Perú en su art. 
2° inc. 22° ampara este derecho, indicando que, todos tenemos el derecho 
fundamental de disfrutar y gozar  de un ambiente equilibrado, sano y adecuado 
para el desarrollo de nuestra vida. En relación a ello es que nace la protección 
del Estado de conservar y preservan el ambiente, sancionando aquellos agentes 
que generan la contaminación y destrucción del habita donde cohabitamos.   
Por ello se dice que, los derechos fundamentales son aquellos pilares de la 
Constitución Política del Estado, del cual se encarga de recoger los valores 
esenciales para el ser humano que son indispensables para la autorrealización 
de la persona. En relación al medio ambiente, tiene una naturaleza colectiva, su 
relación con la persona es de tal magnitud que modifica al primero en la 
herramienta que lo dirige al desarrollo del ser humano en todo su esplendor, por 
lo que llegaría ser un derecho fundamental poder contar con un ambiente 
equilibrado y sano. 
Es preciso mencionar que nuestra Constitución Política indica que tanto los 
recursos naturales, como los mineros pertenecen al Estado, en relación al 
dominio que este ejerce sobre el medio ambiente, muy diferente a lo que 
respecta a la propiedad civil, siendo el Estado quien se encarga de imponer 
normativas de explotación sobre dichos recursos, siempre y cuando vayan en 
armonía con el desarrollo de la población. (Fernández, 2014) 
El derecho ambiental mantiene una relación directa con el ser humano en función 
al desarrollo de sus actividades, razón por la cual como principal cimiento del 
derecho es netamente utilitario. En relación a ello es que se establece la 
importancia del derecho ambiental para la presencia de otros derechos 
fundamentales, como lo son la vida o la salud, del cual también gozan de un 
reconocimiento internacional y constitucional.  
En este sentido, se puede afirmar que, el derecho al medio ambiente no se puede 




el medio ambiente es un derecho fundamental para la existencia de la vida 
humana. (Huerta, 2013) 
Existe una gran diferencia en la manera en cómo se aplica el Derecho Penal 
para proteger los derechos fundamentales como la vida, la salud o la propiedad, 
y la forma en que el medio ambiente se encuentra protegido dentro de nuestra 
constitución y el Derecho Penal. (Faure, 2009) 
Ante ello cabe precisar que, es un deber de todos proteger y conservar el medio 
ambiente en todos sus ámbitos y elementos que la integran; así, el T.C (STC N° 
03343-2007-PA/TC-f.j. n°4), sostiene lo siguiente:   
“Que para conservar un ambiente equilibrado y sano, los poderes del 
estado deberán cumplir ciertas obligaciones, de las cuales mantendrán 
los medios adecuadas para su disfrute. Indiscutiblemente, tal obligación 
no solo alcanza a los particulares, sino también para aquellos que 
realizan actividades económicas en el ambiente”. (p.22) 
Por ello se considera que, todos los seres humanos tenemos derechos 
fundamentales como la libertad, la igualdad y el disfrute de un ambiente de 
calidad, de la cual le permita gozar de una vida digna, así como también tiene el 
deber de mejorar y proteger el medio para las futuras generaciones. 
(Carhuatocto, 2018) 
Así mismo Steil (2013) indica que, la vida humana se encuentra relacionada con 
la preservación del medio ambiente, es decir que, para garantizar el derecho a 
la vida no es solo hablar de ella o que se encuentre simplemente plasmada en 
las normas, sino que la vida en sí, ya no es la clave de todos los derechos 
humanos pues que esta se encuentra relacionada con la vida de la naturaleza, 
siendo ambos fundamentales para la existencia del ser humano.  
En relación con lo mencionado, la sociedad dogmática y constitucional deberá 
ampararse en guías o ideas fundamentales como los principios ambientales  
para lograr salvaguardar el derecho a un ambiente adecuado para todo ser 
humano y otros tipos de vidas. Así pues se considera principios en razón a su 
naturaleza o funciones, puesto que en su momento llegan a reemplazar las 




El derecho ambiental se define como el sistema de reglas y principios que se 
relacionan con los seres humanos y sus elementos que conforman el medio 
natural. Por lo tanto el derecho, es un sistema más no un conjunto de normas y 
principios, toda vez que este sistema se compone no solo por normas, leyes y 
actos administrativos, sino que con principios que puede ser o no positivos para 
el medio ambiente. (Dieguez y Cureau, 2008) 
En cuanto a los principios, éstos son conceptos o proporciones técnicas, que se 
encargan de informar la forma, estructura y contenido de las normas, de las 
cuales pueden estar recogidas o no en la legislación, pero el que no se encuentre 
en ellas no quiere decir que es óbice para su funcionamiento o existencia. (Rubio, 
2006) 
Ante ello los principios que comprenden la protección del medio ambiente se 
encuentra en la Ley General de Ambiente (2005), de las cuales se determinan 
de la siguiente forma: 
El Principio de sostenibilidad: Se basa en la gestión ambiental y sus 
componentes, así como la protección y el ejercicio de los derechos que 
contempla la presente Ley, así mismo se sostiene en la unificación objetiva de 
los ámbitos sociales, económicos y ambientales del desarrollo del país, como el 
de  satisfacer las carencias de las presentes y futuras generaciones.  
El Principio de prevención: Este principio tiene como propósitos primordiales,  
vigilar, evitar y prevenir la deforestación ambiental. Cuando sea imposible de 
excluir las causas que estas generan, se debe de adoptar diferentes tipos de 
medidas de protección, como la reconstrucción, recuperación o eventuales.  
El Principio precautorio: Adopta diferentes tipos de reserva y cautela cuando 
preexiste incertidumbre probada  o sospecha de amenaza de la actividad 
humana sobre el medio ambiente.  
El Principio de internalización de costos: La persona jurídica o natural,  privada 
o pública, están supeditadas de asumir el integró de los gastos que se generen 
de los riesgos o daños en el ambiente, ocasionados por ellos mismos.  
El Principio de responsabilidad ambiental: El autor del daño ocasionado al 




se encuentra obligado a realizar ciertas medidas para la rehabilitación, 
reparación o resarcimiento de los daños ocasionados al medio ambiente, sin 
perjuicio de aplicar otras responsabilidades como administrativas, penales o 
civiles.  
El Principio de equidad: Consiste en la interposición de políticas ambientales que 
contribuyen a la erradicación de la pobreza y el desarrollo económico de sostener 
a la sociedad menos favorecida.  
El Principio de gobernanza ambiental: El Estado peruano podrá adoptar medidas 
políticas o programas que permitan la actuación positiva e integrada de los entes 
públicos y privados con respecto a la toma de decisión de mejoramiento 
ambiental.   
Ahora bien, en cuanto al derecho ambiental, existen diferentes autores que han  
conceptualizando dicho derecho de diversas maneras por ello:  
El derecho ambiental es la agrupación de normas y principios de sometimiento 
absoluto, las cuales son creadas con el fin de regular las conductas humanas, 
para alcanzar el equilibrio entre el medio ambiente y el hombre, con el propósito 
de mantener el desarrollo sostenible y un ambiente sano. (Andaluz, 2016) 
Ante ello, se puede decir que, el derecho ambiental es como unas de las ramas 
del derecho público, encargado de estudiar las normas nacionales e 
internacionales para tutelar el bien jurídico, que es el medio ambiente. (Marcello 
y Sarafini, 2008) 
En cambio para el autor Cahuatocto (2018) menciona que el derecho ambiental 
es una disciplina jurídica encargada de estudiar la aprobación, preparación, 
interpretación y aplicación de las normas, de modo que si algún agente se 
encuentra interesado en elaborar un proyecto de inversión deberá tener en 
cuenta estas normas jurídicas y así  poder mantener un ambiente adecuado para 
el bienestar y desarrollo del ser humano.  
En efecto el derecho ambiental es aquella norma jurídica que se encarga de la 
creación, trasformación, modificación y extinción de las relaciones jurídicas, 




Los principios que rige el procedimiento penal se enfocan en una base 
constitucional, es decir nacen de la Constitución y en la carta de los derechos y 
libertades fundamentales. Los principios fundamentales deben entenderse como 
un mecanismo coherente que se relaciona entre si y constituirse en uno sobre el 
otro con los principios individuales. Ante ello los órganos de investigación, 
enjuiciamiento y juzgamiento deberán aplicar estos principios de manera 
proporcional. (Kristková, y Kandalec, 2016) 
En relación a ello, tenemos el principio de mínima intervención como estado 
constitucional de derecho, toda vez que, nuestra Constitución Política dispone  
en su art. 1° que la defensa de la persona y el respecto a su dignidad son el fin 
supremo del Estado y la sociedad; siendo este derecho un valor absoluto. Toda 
vez, que todos los derechos existentes se amparan en los derechos 
constitucionales, sino que los derechos fundamentales actúan como principio de 
interpretación de todos los preceptos jurídicos y la dignidad de la persona  como 
límite de la acción punitiva del Estado. (Cruz, 2005) 
Ante ello, cada principio es una de las herramienta más importantes de garantías 
del derecho penal liberal, debido a que, asegura el principio de legalidad y otras 
garantías fundamentales que consagra la Constitución Política y los tratados 
internacionales que fueron suscritas por el Perú para garantizar los derechos 
humanos”. (Huarcaya, 2017) 
Dicho esto, al Estado le corresponde defender y proteger los derechos 
fundamentales de toda persona humana, si este no puede protegerlo, la persona 
tiene derecho de defenderse. Por ello el principio de mínima intervención o 
mínima lesividad mantiene una relación con los derechos fundamentales, es 
decir que como principio se supedita al orden constitucional dentro del sistema 
de valores y garantías.  
Asimismo, vale indicar que somos un Estado de derecho, el cual cuenta con una 
estructura jurídica condicionada a la democracia, que se encarga de imponer 
sanciones a través de la Ley en base al principio de legalidad, sin embargo 
olvidamos que también somos a la vez un Estado social, es decir un Estado de 
bienestar, un Estado atento a los reclamos públicos, capaces de cubrir la 




Al ser un Estado de derecho, se deben cumplir con ciertos deberes para proteger 
nuestra localidad, para ello debemos actuar con el mínimo costo social.; en base 
a ello, cuando nos referimos al control social penal, le correspondía al principio 
de intervención mínima encargarse de regular dichas conductas. (Busato, 2011) 
Ahora bien, este principio no pretende debilitar la autoridad y la seguridad 
ciudadana sino que pretende evitar que el Estado no se subsuma al mismo nivel 
de aquellos que acusan, ni tampoco accionar de manera arbitraria en razón a la 
venganza pública o privada; en relación a ello, este principio dentro del derecho 
penal es de carácter de última razón, en cuanto el Estado para la tutela de los 
bienes jurídicos de aquellos que son más significativos, frente ataques más 
peligrosos; este principio, en latín significa última ratio, que es sinónimo de 
intervención mínima u otros lo conocen como principio de la necesidad. 
(Pugliese, 2009) 
Así mismo, Alexy (2009) define: “Al principio de mínima intervención como aquel 
que prohíbe utilizar instrumentos violentos, en aquellos casos donde el conflicto 
no presenta ningún elemento de violencia, es decir no introduce violencia en la 
sociedad cuando no existe”. (p. 12) 
En efecto el principio de mínima intervención dentro del derecho penal en base 
a las penas, son aquellas que se debe tomar en cuenta como última medida 
protectora de los bienes jurídicos protegidos, es decir, solo puede intervenir en 
el derecho penal cuando falten otras medidas de solución social al problema, por 
ello se le denomina como la última ratio de la política social. (Roxin citado en 
Núñez, 2016)  
Así pues, el principio de mínima intervención es aquel principio que se debe 
aplicar cuando la solución aplicada en la norma ha fracasado, es decir, que es 
irrelevante la intervención del derecho penal, ante ello se genera la posibilidad 
de manejar otros medios o herramientas jurídicos que permiten la solución del 
conflicto tanto para la sociedad como para el imputado. Por ello se dice que la 
naturaleza del principio de mínima intervención radica en la capacidad de la 
persona humana para obtener derechos y obligaciones jurídicas que no 




Ante dicha situación, surge la necesidad de nuestros legisladores de poder 
aplicar el principio de mínima intervención, buscando mecanismos o 
instrumentos legales de suma importancia para lograr la armonía social, puesto 
que, el principio de mínima intervención mantiene una relación directa con el 
principio de prohibición del exceso, o también conocida como el principio de 
proporcionalidad, esto se basa en la propia naturaleza constitutiva del derecho 
penal, siendo así que mantienen ciertos caracteres como:  
Un derecho penal de carácter fragmentario: Se dice que es un derecho penal de 
carácter fragmentario porque se encargan de proteger los bienes jurídicos que 
son más importantes para la convivencia social pacífica; asimismo, son aquellos 
que limitan actos dolosos que lesionen o pongan en peligro estos bienes de 
maneras  más notable.  
Este carácter de fragmentariedad, dentro del Derecho Penal no es aquel que 
castiga todo y por lo tanto, todo lo que llegare a castigar, no lo realiza frente a 
cualquier ataque; en función a ello es que solo una parte de los bienes jurídicos 
se encuentran facultados de su protección con medidas y penas. (Garcías, 2010) 
Su carácter de un derecho subsidiario, como última ratio: Este carácter se basa 
en que la ley solo se debe aplicar en defectos de otras medidas de control 
extrapenales más eficientes y eficaces, es decir que, se deben aplicar formas de 
solución más económicas y funcionales.  
En efecto el derecho penal, no es la única solución para resolver todos los 
conflictos sociales que existen; es en realidad una de las soluciones encargadas 
de disminuir las malas características resaltantes que tenemos; por lo cual, la 
sola presencia de un interés constitucional, podría ser insuficiente para cumplir 
con la protección del Medio Ambiente si ésta no prevalece dentro del principio 
de ultima ratio, es decir, no deberían atribuir penas donde existen alternativas 
que tiene el mismo fin constitucionalmente, pero que pueden ser utilizados para 
la protección de los derechos y garantías constitucionales afectados. (Matus et 
al., 2018)  
También tenemos que precisar que la solución, es decir, la protección penal 
debería ser más de lo último que se debería tomar; por lo tanto los legisladores 




la protección a través de otras ramas del derecho; además se debe tener en 
cuenta que la ciencia criminal debe enfocarse en temas extremadamente legales 
o punitivos, siendo así que, la prioridad legal pueda estar protegida por otras 
ramas de la Ley u otros mecanismos de solución, como por ejemplo, Civil, 
Administrativos o Principios que brindan una solución inmediata al conflicto 
social. (Parra, 2014) 
En cuanto al principio de mínima intervención en el derecho penal ambiental el 
autor Márquez (2007) indica que: “Las insuficiencias conocidas dentro del 
derecho penal en algunos caso son permitidas en el principio de mínima 
intervención, por lo tanto, el derecho penal ambiental no puede brindar la 
solución para la protección ambiental, debería ser un recurso de última instancia 
quien debería tutelar la protección del bien jurídico”. (p. 101) 
La influencia de los intereses económicos en el Poder Legislativo y  la carencia 
de una política criminal ambiental responsable, han determinado que las 
conductas más gravosas o pluriofensivas al medio ambiente, es decir los delitos 
de contaminación como son la minería ilegal, el delito de tráfico ilegal de residuos 
peligrosos, entre otros, son reprimidos con penas dóciles, mientras que las 
conductas menos lesivas al medio ambiente como en los delitos contra los 
recursos naturales, son reprimidas con penas más gravosas generando una 
desproporcionalidad en las penas. (Marroquín, 2017) 
La legislación a nivel global de algunos países han venido estableciendo nuevas 
figuras penales que sancionan de forma autónoma los hechos que afecten o 
pongan en peligro al medio ambiente, frente a ello se encuentran dos tipos de 
modelos dentro del delito ambiental: el de regulación general y el de regulación 
especial. La diferencia existente entre las dos regulaciones se basa 
prácticamente en la técnica legal empleada: en el primero, estos tipos de delitos 
lo encontramos regulados en el C.P de Europa, España y Alemania; mientras 
que en el segundo lo podemos encontrar regulados en una Ley especial del 
medio ambiente, así como también en un normal penal, procesal y 
administrativo, de los países de Latinoamérica y Brasil. (Matus et al., 2003) 
Actualmente en el Perú, los delitos ambientales son considerados dentro del 




también las materias primas y recursos indispensables como la actividad 
productiva y cultural, poniendo en peligro el  desarrollo de la vida; el hombre es 
el único animal capaz de destruir el planeta, así como también es el único capaz 
de salvarlo. (Conceição, 2016) 
De este modo, cabe precisar que la depredación ambiental deliberada trae como 
consecuencias catastróficas no solo el daño al ambiente sino que también a la 
vida humana, por ello se dice que, las acciones realizadas para destruir parte 
importante del medio ambiente, son una violación a los derechos humanos. 
(Freeland, 2005). Por lo cual, una de las tareas fundamentales del derecho penal 
moderno es poder otorgar una protección apropiada para el medio ambiente, 
puesto que, es un buen jurídico que traspasa la individualidad del hombre para 
convertirse en un marco colectivo, así como los recursos naturales que son 
esenciales para la vida humana. (Peña, 2014) 
El termino de delito ambiental se ha venido utilizando indiscriminadamente y 
aceptada por todos como Leyes, Organizaciones, Organismos 
Gubernamentales, estudiantes, abogados, entre otros que han venido 
incurriendo en error al utilizar el término, ante ello han surgido diferentes 
normativas para poder regular que es lo que realmente significa y como 
combatirlo. (Clifford, 1998)  
Ante ello los delitos ambientales, en el ámbito dogmático, es definido como 
aquella acción u omisión que van en contra del ordenamiento encargada de 
proteger como bien jurídico tutelado al medio ambiente, esta se encuentra 
regulada en la Ley Penal. (Ipenza, 2018). En relación a ello, el autor Yingyi (2000) 
indica que en el medio ambiente, el crimen llegaría ser un acto u omisión no 
permitida que vulnera la Ley y, por lo tanto está sujeto a  un proceso penal y de 
recibir una sanción razonable; este hecho perjudica y pone en peligro no solo la 
seguridad física y la salud de las personas, sino también al medio ambiente en 
sí.  
En consecuencia los delitos ambientales, es toda conducta que puedan causar 
o cause daño, perjuicio o alteración al ambiente, a sus elementos ecológicos 
(suelo, agua, flora y fauna) o a sus procesos ecológicos, de las cuales son 




En nuestra regulación, los delitos ambientales se encuentran regulados en el 
Titulo Décimo Tercero del libro segundo del C.P, aprobado mediante Decreto 
Legislativo N° 635, y modificado el 02 de octubre del 2008, mediante Ley N° 
29263,  incluyendo nuevos tipos penales y asimismo mediante Decreto 
legislativo N° 1102 que incorpora nuevos delitos penales con respecto a la 
minería ilegal.  Sin embargo, para poder solucionar el problema ambiental, el 
derecho penal debe recurrir al apoyo de otras normas jurídicas importantes como 
el derecho constitucional y el derecho administrativo  
Como otro punto se abracará los diferentes tipos de delitos ambientales  que se 
encuentran reguladas por nuestro ordenamiento jurídico peruano, como: los 
delitos contra los recursos naturales y los delitos de contaminación.  
Con respecto a los delitos de contaminación no es un tema reciente; puesto que, 
el Perú no es ajeno a esta problemática, solo basta mirar nuestro entorno para 
darnos cuenta que los combis, autos, motos, entre otros medios de transporte 
tanto público como privado, en su mayoría se encuentra en malas condiciones o 
en su caso son muy antiguos, que pese a ello siguen circulando en el país 
descargando gases tóxicos que afectan de gran magnitud la salud de todas las 
personas.  
La contaminación ambiental se ve generada a partir de que el hombre va 
produciendo o fabricando químicos, físicos o biológicos, los cuales son 
introducidos en el ambiente para generar perjuicios nocivos a la naturaleza, a la 
propiedad y a la salud humana. (Andaluz, 2016) Ante lo mencionado, podemos 
decir que los delitos ambientales genera punición para toda aquella acción de 
afectación o lesiones en contra del cuerpo, la vida y la salud de los ciudadanos, 
puesto que dichas consecuencias han de ser sancionadas por el ordenamiento 
penal peruano. (Peña, 2017)  
El Código Penal, regula estos tipos de delitos en el capítulo I, denominados 
“delitos de contaminación” que se encuentra inmersos dentro del título XIII, de 
las cuales contienen: contaminación del ambiente y sus agravantes,  tráfico ilegal 
de residuos peligrosos, inobservancia de las normas relativas del manejo de 
residuos sólido, delito de minería ilegal y sus agravantes, delito de 




minería ilegal, tráfico ilícito de insumos químicos y maquinarias destinados a 
minería ilegal e inhabilitación.  
Considerando lo antes mencionado, cabe referir que un delito de contaminación 
ambiental se configura cuando el agente vulnera o infringe los reglamentos o 
leyes ambientales que se encuentra fuera de los límites permitidos por la Ley o 
en su caso altera el medio en sus diferentes componentes (aire, suelo, agua), 
causando perjuicios o daños en el medio ambiente o en la salud.  
Estos tipos de delitos exigen anticipadamente la infracción administrativa que se 
encuentra dentro del margen normativo ambiental, por ello,  para que se genere 
un delito se deberá vulnerar algún elemento normativo del tipo penal. Sin 
embargo, si se cumple con los estándares administrativos, siendo esto un daño 
ambiental no se configuraría delito alguno. (Hancco, 2014) 
En efecto, en los delitos de contaminación la imputación puede dirigirse contra 
aquella persona que realiza materialmente toda emisión de contaminantes de 
forma comisiva, pero también contra aquella persona que estaba obligado y en 
su posibilidad de impedir dicha realización de emisión de contaminantes no lo 
realiza, se considera esta una forma omisiva. (Lamadrid, 2014) 
El delito de contaminación ambiental es un delito común, puesto que, puede 
cometerse por cualquier persona, sin que este requiera de una condición común 
o especial para constituirse en el autor del delito. (Ore, 2015); en cuanto al bien 
jurídico protegido en estos tipos de delitos, es el medio ambiente natural, por ser 
el hábitat natural de todo ser vivo. 
Ante ello se señala que el bien jurídico protegido en los delitos contra el medio 
ambiente, es de forma colectiva, puesto que se considera que este bien jurídico 
puede verse lesionado o ponerse en peligro en forma concreta o abstracta. 
(Alpaca, 2014) 
En relación a lo mencionado precedentemente, la Ley 28611 indica que el 
objetivo de protección de este tipo penal es de gran magnitud, de las cuales 




Por ello se dice que la contaminación es aquel agente químico, biológico o físico 
que se presenta en el ambiente, generando consecuencias nocivas en la salud 
y bienestar de las personas, de los animales y de la vegetación. (Cáceres, 2016)  
Sin embargo, a pesar de que existen normas jurídicas tanto en el ámbito penal, 
constitucional y administrativo, la contaminación ambiental es algo que nunca va 
a desaparecer ya que es producida por la misma industrialización, en razón de 
ello es que el ámbito judicial ha venido buscando la reducción al máximo del 
impacto nocivo del medio ambiente. (Jara, 2014) 
A pesar de que, en nuestro ordenamiento se viene imponiendo sanciones 
ambientales pecuniarias (dinero) en el ámbito civil y penal de una manera más 
frecuente, así como incrementando el tamaño de las penas; cada día con más 
frecuencias, estas resultan siendo insuficientes para resarcir el daño ocasionado 
de manera inmediata. (Vélez, 2012)  
Finalmente, con respecto a los delitos contra los recursos naturales, es menester 
exponer en primer lugar, lo concerniente a los recursos naturales.  
Para Andaluz, (2016) “El recurso forestal, es todo aquel recurso que se adquiere 
de los bosque, del cual permite satisfacer algunas necesidades de la vida 
humana, ya sea de forma directa o indirecta, es así que a partir de los recursos 
forestales podemos obtener diferentes productos” (p. 8). En esas mismas líneas 
Gonzales (2012) argumenta que, los recursos naturales es todo aquello que el 
ser humano puede disfrutar mediante sus elementos, materias y energías que 
este le pueda proporcionar en forma directa para su sobrevivencia y 
desarrollarse en sociedad. 
Por lo que se puede diferir, que el recurso natural es importante para el desarrollo 
del ser humano, sin la convivencia en este, las personas no tienen un buen estilo 
de vida.  
De este modo los recursos forestales resultan siendo de suma importancia para 
nuestra economía; puesto que, genera energía a través de la biomasa en forma 
de leña, siendo la segunda fuente de energía más importante o en la 
comercialización de productos forestales maderables, como lo es por ejemplo la 




En el Perú, cada vez son más las áreas urbanas, comerciales e industriales, lo 
que ocasiona que exista una reducción de las áreas verdes las cuales nos 
permiten conservan el oxígeno que respiramos; por otro lado uno de los procesos 
más comunes de los individuos es la depredación indiscriminada del agua, el 
suelo, flora y fauna, poniendo en peligro su propia subsistencia, así como la de 
sus futuras generaciones.  
Los elementos del ambiente se encuentran amparadas dentro del C.P en el 
capítulo II (delitos contra los recursos naturales) del título XII (de los delitos 
ambientales), de las cuales comprende: tráfico ilegal de especies acuáticas de 
la fauna y flora silvestre protegidas, extracción ilegal de especies acuáticas, 
tráfico ilegal de recursos genéricos y sus agravantes, depredación de flora y 
fauna silvestre protegidas, tráfico ilegal de especies de fauna y flora silvestre 
protegidas, delitos contra los bosques  o formaciones boscosas, obstrucción de 
procedimiento y sus agravantes, tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, utilización indebida de tierras agrícolas, autorización de actividad 
contraria a los planes o usos contemplados por la Ley y por último la alteración 
del ambiente o paisajes.   
Estos tipos penales se configuran cuando el agente extrae, adquiere, transporta, 
vende, importa, almacena, exporta o reexporta las especies o productos 
protegidas, sin contar con algún permiso o autorización administrativa.  
A diferencia del bien jurídico tutelado del delito de contaminación ambiental, en 
estos tipos de delitos se protege la “biodiversidad”, es decir, la diversidad de 
elementos que contiene los elementos naturales como el agua, el suelo, flora y 
fauna.  Sin embargo, para el autor Salgado (2010) refiere que: “No existe ninguna 
diferencia entre el bien jurídico protegido de forma directa que es el medio 
ambiente natural y forma indirecta que es la flora y fauna, ya que de manera 
global se protegeré al medio ambiente”. (p. 77) 
Hay que tener en cuenta que poseemos un territorio muy diverso gracias a 
nuestra diversidad ecológica existente en la costa, sierra y selva del Perú. En el 
territorio de la selva, específicamente en la Amazonia contamos con un 
patrimonio forestal nacional envidiable, donde se aprecia inmensos áreas de 




protegidas como: La zona reservada de Laquipampa, el Bosque de Pomac, 
Batan Grande, la Reserva de Chaparri, entre otros, por ello debemos tener en 
cuenta que el tipo penal que  se desarrollara a continuación no se confunda con 
aquellos injustos penales concernientes a la depredación de flora y fauna.   
Ante lo cual se debe de diferenciar que existen dos tipos de agentes; el primero 
es el leñador, aquel que está orientado a cortar los árboles, quienes protegen su 
accionar con armas de fuegos, y por último, el agente intermediario, quien solo 
se encarga de transportar la mercancía, aquella persona que en algunos casos 
solo actúa por desconocimiento de la acción realizada y que por costumbre de 
sus progenitores, razonan en la medida que el trasportar uno o cinco sacos de 
carbón o madera para su consumo personal no constituyen un hecho delictivo, 
como también existen agentes que a sabiendas trasportan un tráiler o camión de 
estos productos sin contar un permiso o autorización administrativo.  
Ahora bien, el que daña o destruye el bosque, tala árboles en un bosque 
considerado como especie protegida, causa incendio forestal, fabrica, vende, 
trasporta, entre otras formas de degradación forestal, para fines comerciales o 
industriales convirtiéndolo en madera, leña, carbón y otros productos que le 
generen ganancia, sin contar con un permiso o autorización competente se 
generaría automáticamente un delito. (Martínez y Palma, 2016) 
Dicho lo anterior abarcaremos todo lo relacionado con el delito de tráfico ilegal 
de productos forestales maderables, por ello se tendrá que definir en primer 
lugar, que son los delitos forestales maderables, su tipicidad, sus elementos 
objetivos y subjetivos, concesiones y autorizaciones forestales y derechos que 
tiene el titular.  
Los delitos de tráfico ilegal de productos forestales es aquella comercialización 
ilícita de productos, por lo que la punición se orienta a toda aquella persona que 
sin contar con una autorización o permiso correspondiente realiza algunas 
acciones que se encuentran  comprendió en el tipo base de este delito. (Peña, 
2017)  
De esta forma entonces quien vende, almacena, trasporta, importa o exporta, 




autorización administrativa, la conducta realizada por el agente seria atípica, no 
configurándose un hecho sancionable.  
Este tipo de delito se encuentra previsto en el  art. 310-A del C.P, que describe:  
El que adquiere, almacena, trasporta, trasforma, acopia, oculta, 
embarca, custodia, desembarca, comercializa, importa, exporta o 
reexporta productos o especies forestales maderables, cuyo lugar ilícito 
conoce o presume, será reprimido con pena privativa de la libertad no 
menor de cuatro años ni mayor de siete años y con cien a seiscientos 
días – multas”. (p. 236) 
Se puede notar que, este dispositivo legal contiene diversos verbos rectores para 
la comisión del delito, por lo se precisa  que este informe de investigación está 
orientado en uno de sus verbos rectores que es “trasportar” productos forestales 
maderables.  
Cabe resaltar, que los legisladores han venido incrementado la pena para los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales, teniendo como razonamiento que 
al aumentar o agravar la pena tendría resultados favorables, es decir disminuiría 
el accionar de los agentes de perjudicar el bien jurídico, sin embargo, esto no ha 
paralizado esta acción delictuosa, sino más bien ha ido incrementando en los 
últimos años sin poder resarcir de forma inmediata el daño ocasionado.  
Esto se corrobora con el D.L N° 1237 de fecha 25 de setiembre de 2015, que ha 
incluido el verbo rector de comercializar y acopiar; asimismo, incremento la pena 
privativa de la libertad que anteriormente era de no menor de tres ni mayor de 
seis años, y hoy por hoy, la pena es de no menor de cuatro años ni mayor de 
siete años. Dentro de esta normativa también se excluyó el tipo penal de 
financiamiento de estas actividades ilícitas, colocándolas dentro de los 
agravantes; asimismo excluye de responsabilidad de cualquier tipo al que dirige 
u organiza, así como también se exonera de responsabilidad aquel agente que 
realiza el hecho en base a una diligencia razonable y cuenta con documentos 
expeditos por la autoridad competente.  
Por ello, los órganos jurisdiccionales especializados en delitos ambientales, al 




solicitar la reparación civil del daño ocasionado  priorizar el pedido de reparación 
in natura, en atención a los hechos que ocasionaron el daño, asimismo deberán 
solicitar medidas de prevención, monitoreo y mitigación del medio ambiente que 
haya sido afectado. (Marroquín, 2017)  
Como otro medida que deberá tener en cuenta los órganos jurisdiccionales, es 
el de resarcir al daño ocasionado de manera inmediata a través de la 
reforestación y la agro reforestación, del cual son de gran importancia para 
combatir la pobreza y a la vez protegerá la biodiversidad existente. (Rojas et al., 
2007) 
Asimismo, el auxilio penal no tiene como fin conservar la estabilidad del medio 
ambiente, sino más bien mantener la vinculación del medio ambiente con la 
persona  permitiendo la explotación sostenible de los recursos naturales. (Peña, 
2010) 
Dentro de esta acción penal encontramos al elemento objetivo, asimismo dentro 
de este tipo se señala que el sujeto activo puede ser cualquier persona, de la 
cual no existe distinción alguna para ser considerado como autor si actúa de 
forma individual, pero si actúa de forma conjunta compartiendo el dominio 
funcional del hecho, estos son computados como coautores; por otro lado, el 
sujeto pasivo llegaría ser la sociedad, es decir, el conjunto de personas que se 
desarrollan y viven dentro de un entorno natural, de las cuales son perjudicados 
con el accionar del sujeto activo, disminuyendo o desaparición sus recursos 
naturales. 
Ahora bien, con respecto al verbo rector “transportar”, aquí el sujeto activo es 
aquella persona que se encarga de llevar o trasladar los productos forestales 
maderables de un lugar a otro, haciendo uso  particular de su medio de trasporte 
que en su caso podría ser desde una mototaxi hasta en un camión o tráiler.  
En efecto los sujetos delictivos, son aquellos que hacen realidad la acción ilícita, 
siendo aquel que realiza la acción ilegal, como consecuencia de ello el sujeto 
pasivo es aquel que sufre los efectos y consecuencias de la conducta ilícita 




Asimismo, dentro de esta acción penal podemos encontrar al elemento subjetivo, 
del cual esta figura delictiva es sancionada a titulo doloso, esto es, que el autor 
actúa con conocimiento y voluntad de la acción típica, es decir, que el agente 
debe saber que está traficando con productos forestales protegidas por las 
normas. Todo ello se contradice con la normativa, toda vez, que indica que el 
agente debe presumir el origen ilícito de los productos forestales maderables.  
 A juicio de García (2017) indica que: “El  autor debe de actuar con una diligencia 
razonable para evitar la procedencia ilícita de los recursos forestales, es decir, 
haber tomado las medidas de cuidado necesarias para determinar que la función 
que realizara  no se encuentra inmersa dentro de un red de comercialización 
ilegal”. (p. 950) 
Es necesario saber que, a cualquier persona (natural o jurídica) que se le 
autoricé puede talar los bosques, para posterior trasportar, comercializar, 
exportar, etc. En tanto en la vía administrativa se formalizan las autorizaciones y 
permisos, de la siguiente manera:   
Primero, tenemos el permiso forestal, el cual es el acto administrativo por el cual 
la IRENA cede derechos para la utilización y aprovechamiento de estos 
productos que tiene como finalidad comercial o industrial.  
Segundo, tenemos a las concesiones forestales y de fauna silvestre, se basan 
en el acto administrativo mediante el cual la IRENA cede el aprovechamiento de 
un espacio determinado para la explotación del recurso o fauna silvestre, que 
tiene como fin la producción de madera. La concesión otorgada al titular permite 
el derecho de uso y disfrute del recurso natural otorgado. 
Tercero, tenemos las autorizaciones, que son actos administrativos mediante el 
cual la IRENA  confiere derechos al titular para la explotación de bosques secos 
de la costa, para la creación de lugares dedicados a la venta  de especies 
forestales como son los viveros. 
Ahora bien en el caso de las concesiones, el art. 87 del Reglamento de la Ley de 
forestal y fauna silvestre, estipula los derechos que tienen los titulares de las 
concesiones, entre los más importantes tenemos: el derecho de aprovechar los 
recursos forestales maderables del lugar cedido en concesión tiene un tiempo 




previa autorización de la IRENA y el derecho de vender la madera en pie de 
acuerdo al Plan Anual.   
Esto nos quiere decir que toda persona que cuente con un permiso o autorización 
administrativa, de cual les otorga el derecho de poder utilizar, comercializar, 
exportar, trasportar, entre otros, pueden provocar estragos en el patrimonio 
forestal, sin ser sancionados puesto que dicha conducta seria atípica.   
En efecto, este tipo penal menciona que si bien es cierto se encuentra dentro de 
las normativas del derecho  administrativo  sancionador, en  razón  de la  
conducta  realizada por el agente, sólo  será  penalmente  sancionada  si  aquella 
conducta transgrede las normas administrativas, es decir se realiza una acción, 
sin contar con licencia, permiso, concesión o autorización otorgado por autoridad 
competente. (Reyna, 2012) 
El principio de oportunidad dentro de Nuestra Legislación Peruana se incorporó 
en el año 1991 con la publicación  del C.P.P, mediante Decreto Legislativo N° 
635 en su artículo 2°, el cual hoy ya no se encuentra vigente, pero aún sigue 
vigente el citado artículo 2°, que ha venido siendo modificado y reglamentado 
constantemente, ante ello el 15 de noviembre de 1995 por el Circular N° 006-95-
MP-FM, aprobado por la Fiscalía de la Nación, la Ley  27072 del 23 de marzo de 
1999, el reglamento de organización y funciones de FEPDO del 20 de abril del 
2001, de cual fue modificado mediante Resolución del CTMP N°266-2001-CT-
MP el 27 de abril del 2001, la Ley 27664 del 8 de febrero del 2002 y la Ley 28117 
del 10 de diciembre del 2003. 
En la actualidad, el principio de oportunidad se encuentra vigente dentro del 
Código Procesal Penal que entró en vigencia en el año 2004 manteniendo la 
normativa, pero a través del Decreto Legislativo N° 1102 incorpora al principio 
de oportunidad nuevos delitos los cuales se pueden aplicar; asimismo, tenemos 
la Resolución N° 1470-2005 que modificó la Resolución N° 2508-2013, 
Resolución donde se encuentra actualmente el protocolo del principio de 
oportunidad y finalmente tenemos el reglamento de aplicación y acuerdo 
reparatorio del Ministerio Publico que entró en vigencia el 6 de mayo del 2018.  
Ante lo mencionado, cabe resaltar que, cuando se promulgó el Código Procesal  




como una excepción al principio de legalidad, puesto que, este principio es una 
institución diferente a lo concerniente de la terminación o conclusión anticipada. 
(Borrero, 2014) 
Por ello, para la doctrina el principio de legalidad y el principio de oportunidad 
surgen como métodos opuestos. Puesto que el principio de oportunidad se 
constituye exclusivamente para casos en los que los órganos jurisdiccionales al 
tener apenas noticia del ilícito, puede decidir si apertura la investigación y 
formular acusación. (Caeiro, 2002) 
Asimismo, se aprecia que el principio oportunidad mantiene una relación directa 
con el derecho a la igual, puesto que este derecho fundamental podría ser 
conceptualizado como el derecho de recibir la misma sanción penal, ante la 
realización de un misma conducta delictiva y afectando al mismo bien jurídico 
protegido. (Santana, 2000)  
Seguidamente se expondrá la regulación del principio de oportunidad en el 
derecho penal comparado, así se tiene:   
El principio de oportunidad en lo Estados Unidos de Norteamérica: La  aplicación 
del principio de oportunidad en esta normativa se rige en el sistema anglosajón, 
del cual es totalmente diferente al sistema Europeo  y se caracteriza por que los 
fiscales tienen la facultad total de la acción penal y lo ejercen de manera 
discrecional e independiente de los tribunales, aunque tiene como finalidad que 
el juez acepte el acuerdo alcanzado entre las partes, este se basara en dos 
razones, la primera es el plea bargaining, que consiste en la declaración de 
culpabilidad del imputado y la segunda la posibilidad de negociar, de la cual es 
el juez solo decide de los términos de negociación.  
El principio de oportunidad en Inglaterra: En esta legislación el principio de 
oportunidad se encuentra dentro de la legislación penal denominado Guilty Plea, 
mediante el cual el imputado se declara culpable o puede declararse culpable, 
tiene el mismo régimen que el sistema norteamericano, solamente basta la 





El principio de oportunidad en Francia: Esta normativa el principio de oportunidad 
la encontramos regulada en la Ley de enjuiciamiento penal en que el fiscal puede 
tomar su decisión previo acuerdo entre las partes, en el cual su único fin es 
asegurar la reparación del daño causado a la víctima y de poner fin al problema. 
El principio de oportunidad en Costa Rica: En este país el principio se materializa 
a través de un proceso de mediación, teniendo como finalidad prevenir y 
reconciliar de manera inmediata, en este sentido el actor del hecho se hace 
responsable del hecho delictivo, mientras que la víctima verbaliza su situación 
en la mesa de mediación; es una manera práctica de solución de conflicto donde 
se evita un engorroso proceso penal, esto sin perjudicar derechos de terceros y 
menos del Estado.  
El principio de oportunidad en Argentina: En la legislación argentina, el principio 
de oportunidad consiste en la suspensión del procedimiento penal, es decir se 
paraliza la acción penal a favor del imputado, del cual este se somete a un 
periodo de prueba; durante el cual deberá cumplir ciertas obligaciones de 
manera satisfactoria al término del cual se extinga la acción penal. 
En este sentido, diferentes autores han venido conceptualizando el principio de 
oportunidad, por ello:  
Para definir que es principio de oportunidad, primero se debe saber que es 
oportunidad en el ámbito jurídico, del cual significa la posibilidad que tiene los 
órganos jurídicos, a quienes se les encargó la persecución de la acción penal, al 
momento de tener conocimiento de un hecho punible o frente a una prueba 
formal o informal, completa o incompleta de realización por razones de utilidad 
social. (Bovino, 1996) 
El principio de oportunidad se manifiesta como aquella alternativa de solución 
que la ley puede adoptar, mediante el cual si se adopta puede llegar a un acuerdo 
con los órganos encargados de la persecución penal, para no iniciar la 
persecución o en efecto suspenderla o delimitarla en algunos casos y no a todos 
o de desistirse definitivamente antes de la sentencia”. (Ruiz, 2011)  
Se puede decir que, el principio o criterio de oportunidad es unos de los 




eficacia en base a la justicia penal, asimismo este mecanismo se opone 
excepcionalmente y formalmente al principio de legalidad. (Manzano, 2014)  
Este principio de oportunidad se encuentra regulado en el Libro Primero - 
Disposiciones Legales de la sección I en el cual se expresa:  
“El  art. 2° del C.P.P, que describe los supuestos donde se puede aplicar 
el principio de oportunidad”. (p. 431) 
Por lo tanto, el principio de oportunidad surge de la necesidad de liberalidad, es 
decir, la toma de libertad de decisión del juzgador de continuar con la 
investigación o de no formular acusación y proponer medidas alternativas de 
solución para el acusado.  
En este sentido, la acción penal no sería la única alternativa de solución, ya que 
se puede acudir a otro medio cuando se esté en presencia de un delito, 
procediendo entonces a aplicar otros mecanismos alternativos de solución en 
contra del ejercicio de la acción penal. (Valandia, 2005) 
En contraste a ello, Salas (2004) indica que en el principio de oportunidad el 
fiscal como titular de la acción penal tiene toda la facultad de poder decidir de no 
continuar con el ejercicio o de solicitar ante el órgano jurisdiccional el 
sobreseimiento de la acción punitiva, bajo determinados supuestos previstos por 
Ley.  
Ante lo mencionado, se puede decir que, el aceptar el principio de oportunidad 
como media alternativa ante el hecho punible, se estaría abriendo una 
prevención centrada, es decir que a través de esta oportunidad brindada se 
estaría ayudando a disminuir normas radicales aplicando programas sociales y 
comunitarios o remunerativas, teniendo muchas más posibilidades de reducir el 
contravención de inmediato. (Felson y Clarke, 1998) 
Los supuestos previstos en la Ley determinaran si es aplicable o no el principio 
de oportunidad en los diferentes tipos de delitos contemplados en nuestra 
legislación, de las cuales tenemos:  
Agente afectado por el delito, el cual lo encontramos en el inc. 1° del art.  2° del 
C.P.P, en el que se indica que si el autor o agente resulta ser afectado 




imponerle nuevamente una pena; puesto que la  afectación moral y física resulta 
siendo grave que cualquier otra pena que se le imponga.  
Por ejemplo, tenemos en el caso de un conductor que se encuentre en estado 
de ebriedad quien  choca contra un poste y a consecuencia de ello causa la 
muerte de su esposa que se encontraba dentro del vehículo; siendo así, no se le 
puede imponer una pena que la pena natural, frente a ello siempre que no haya 
causado afectación a terceros, corresponde solo al fiscal analizar el caso en 
concreto para poder aplicar el principio de oportunidad. 
Asimismo, se tiene como supuesto de mínima gravedad de la infracción, puesto 
que resulta insignificante y no afecta gravemente al interés público (delitos de 
bagatela o de poca monta), por lo tanto la pena no será mayor de dos años, ante 
ello sería innecesario poder seguir con una pena que al final no va atraer mayor 
repercusión.  
Finalmente, como último supuesto se tiene a la mínima culpabilidad del agente 
o autor, del cual se basa en la participación mínima o insignificante del agente 
en el hecho punible o también se basan en actos ilícitos que tienen poca 
consecuencia social, en este supuesto se tiene en cuenta las circunstancias 
atenuantes que permitan rebajar la pena, todo ello vinculado al móvil y finalidad 
del autor; como por ejemplo, en las personas que actúan en complicidad 
secundaria y otros factores que ayuden a disminuir la pena generando una 
convicción de gravedad mínima o falta de interés público hecho que genera la 
exclusión de los funcionarios públicos en el ejercicio de su función.  
Vale mencionar en que tipos de delitos se puede aplicar el principio de 
oportunidad según el art. 2° del C.P.P, a los delitos de lesiones leves, lesiones 
culposas leves o graves, bigamia simple, matrimonio ilegal y doloso de persona 
libre, sustracción de menor por pariente, inducción a fuga de menor, omisión a 
la asistencia familiar, abandono de mujer embarazada, coacción, hurto simple, 
apropiación ilícita común, conducción en estado de ebriedad, apropiación ilícita 







A continuación, se expone aquellos términos que son utilizados comúnmente en 
el presente trabajo:  
 
Delitos ambientales.- Es aquella trasgresión contra el medio ambiente, del 
cual es sancionado penalmente.   
Principio de oportunidad.- Mecanismo de solución inmediata, del cual 
requiere el acuerdo de las partes con la intervención directa del fiscal, para 
poder resarcir el daño ocasionado, mediante el pago pecuniario de la 
reparación civil.  
Principio de mínima intervención.- Es aquella que se utiliza a la coerción 
penal como última medida de solución, cuando existen otros mecanismo 
de solución. 
Reforestación.- Volver a restaurar una parte de la tierra que ha sido dañada 
por la mano del hombre, mediante la plantación de árboles.  
Reparación Civil.- Pago pecuniario que se realiza a la parte agraviada por 
el daño ocasionado. 
Tráfico ilegal de productos forestales maderables.-  Delito por el cual, una 
persona es sancionada por incurrir en uno de los supuestos establecidos 













III. METODOLOGÍA  
3.1. Tipo y diseño de investigación  
3.1.1. Diseño de investigación:  
El diseño de investigación que se eligió en el presente trabajo de investigación 
fue cuantitativo, debido a que se comprobó los resultados obtenidos por una 
serie de experimentos, los cuales condujeron a una respuesta final.  
3.1.2. Tipo de investigación:  
Este trabajo de investigación, por su propia naturaleza, el tipo de investigación 
que se empleó es descriptivo, puesto que se utilizaron libros para la obtención 
de la resolución del problema. 
3.1.3. Nivel de investigación:  
El nivel de investigación se define como exploratoria, debido a que, a pesar de 
existir jurisprudencia de la materia, no se ha profundizado en cuanto a la 
aplicación del principio de oportunidad en  los delitos de tráfico ilegal de 
productos forestales, lo que hizo de este informe de investigación un nuevo 
aporte para la ciencia jurídica. 
3.2.1. Variable independiente:  
Principio de oportunidad en los Delitos de Tráfico Ilegal de Productos Forestales. 
3.2.1.1. Definición conceptual: 
“El principio de oportunidad es una herramienta legal que le brindad potestad de 
discrecionalidad al fiscal en los procesos, de la cual puede abstenerse de 
ejercitar acción penal, previo consentimiento del responsable del hecho,  ello sin 
perjuicio de procurar satisfacer íntegramente el interés que corresponda al 
agraviado”.  (Ministerio Publico, 2018, p.2). 
3.2.1.2. Definición operacional: 
El principio de oportunidad es un medio de solución de conflicto penal, de la cual 
coexiste un previo acuerdo entre las partes (agraviado- imputado), intervenido 




de forma activa el fiscal, permitiendo así, la culminación del proceso y el 
resarcimiento del daño ocasionado de forma inmediata. 
3.2.1.3. Indicadores: 
Constitución Política del Perú de 1993, Código Penal Peruano, Código Procesal 
Penal, Doctrina nacional y extranjera, jurisprudencia nacional, jueces, fiscales y 
abogados. 
3.2.2. Variable dependiente:  
Derecho penal de mínima intervención 
3.2.2.1. Definición conceptual: 
“El principio de mínima intervención penal, es conocida como “ultima ratio” o 
poder mínimo del Estado, se encarga de delimitar al máximo la presencia de la 
ley penal, para aplicarla solo para casos de muy graves a las normas de 
convivencia social, por ello ante la ausencia de alternativas sancionatorias más 
eficaces se aplicara para aquellas conductas reprochables que afectan 
directamente a los bienes jurídicos”. (Angulo, 2004, p. 19) 
3.2.2.2. Definición operacional: 
El derecho penal de mínima intervención regula las conductas menos gravosas, 
permitiendo solucionarlas de forma inmediata de forma más  económicas y 
funcionales, permitiendo así que el apartado judicial sea para el juzgamiento y la  
aplicación de penas punitivas de libertad para aquellos casos que se constituyen 
graves. 
3.2.2.3. Indicadores: 
Doctrina nacional y extranjera, legislación Nacional, jueces, fiscales y abogados. 
3.2.2.4. Escala de medición:  







3.3. Población, muestra y muestreo  
3.3.1. Población:  
El presente informe de investigación presentó como población al Juez del 
Noveno Juzgado de Investigación Preparatoria Especializados en delitos 
ambientales y al Juez de Juzgamiento Unipersonal. 
También se incluyó  al estudio a los fiscales de la fiscalía Provincial 
Especializada en Materia Ambiental de Lambayeque en sede Chiclayo 
compuesto por 3 fiscales (un Fiscal Provincial y dos Fiscales Adjuntos 
Provinciales).  
La población también se consideró a los abogados colegiados en el Colegio de 
Abogados de Lambayeque que son en la actualidad 8794 abogados. 
3.3.2. Muestra:  
Esta investigación se aplicó a 2 Jueces de la Corte Superior de Justicia de 
Chiclayo, 3 fiscales de la fiscalía Provincial Especializada en Materia Ambiental 
de Lambayeque en sede Chiclayo y 50 abogados colegiados del Colegio de 
Abogados de Lambayeque.   
3.3.3. Muestreo:  
Como procedimiento para obtener la muestra de este informe de investigación 
se aplicó como muestreo no probabilístico por conveniencia, teniendo en cuenta 
que en esta investigación no contó con muchos órganos jurisdiccionales. 
3.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
3.4.1. La técnica:  
A efectos de darle ejecución a esta investigación, se recurrió a la técnica de la 
encuesta, debido a que mediante esta técnica, se permitió obtener información 
y opiniones actualizadas con relevancia jurídica, la misma que se obtuvo de los 
operadores jurídicos, específicamente de los Jueces especializados en Materia 
Ambiental, Fiscales Provinciales Especializados en Materia Ambiental y 





3.4.2. Instrumento de recolección de datos:  
Respecto al instrumento que se utilizó para la recolección de la información de 
datos de la presente investigación; fue el cuestionario, instrumento que estuvo 
conformado por una serie de preguntas dicotómicas, que fueron respondidas por 
los Jueces, Fiscales y Abogados especializados en Materia Ambiental (ver 
anexo). 
3.4.3. Validez del instrumento:  
Cabe señalar que para la validez del instrumento, este fue evaluado y 
posteriormente aprobado por el asesor temático, quien ha adquirido con el 
transcurso de los años experiencia en temas de investigación jurídica. 
3.4.4. Confiabilidad del instrumento: 
El instrumento fue procesado por una persona profesional en estadística, quien 
se encargó de medir el grado de confiabilidad del instrumento, a través de 
métodos y sistemas pertinentes. 
3.5. Procesamiento de datos 
Se utilizó el programa SPSS, con el fin de precisar la validación y el alto grado 
de confiabilidad a través del coeficiente Alpha de Cronbach, del cual fue  revisado 
y aprobado por un profesional de Estadística de manera que confirmó el haber 
alcanzado los objetivos planteados y la hipótesis quedó confirmada. 
3.6. Método de análisis de datos 
Respecto al método de análisis aplicado en el presente informe  de investigación, 
se adoptó el método deductivo, ya que parte de la problemática que fue 
analizada fue desde la perspectiva nacional e internacional para llegar a 
conclusiones específicas. 
3.7. Aspectos éticos  
El presente informe de investigación, a efectos de guardar la reserva del caso, 





Asimismo cabe señalar que esta investigación se ha realizado bajo el 
cumplimiento de los parámetros normativos de la Universidad Cesar Vallejo, 
teniendo en cuenta que, la similitud de la investigación es aceptable, debido a 
que se ha obtenido un porcentaje menor al margen máximo requerido por la 
universidad, por lo tanto el presente informe de investigación cumple con los 
























IV. RESULTADOS  
4.1. Tabla 1 
     Condición de los encuestados 
 
Profesional Jueces Fiscales Abogados Total 
Cantidad 2 3 50 55 
Porcentaje 
(%) 
4 5 91 100.00 




Figura 1: Investigación propia 
En la tabla 1 y figura 1, se apreció la condición de los encuestados donde se 















4.2 Tabla 2.   
¿Considera usted que a través de la aplicación del principio de 
oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales se 
pueda satisfacer el Derecho Penal de mínima intervención? 
 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 2 100 28 56 2 67 32 58.18 
No 0 0 22 44 1 33 23 41.82 
Total 2 100 50 100 3 100 55 100 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
     Figura 2: Elaboración propia 
De acuerdo a la tabla y figura 2, se observó que 100% de jueces consideraron 
que la aplicación del principio de oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de 
productos forestales puede satisfacer el Derecho Penal de mínima intervención; 
de la misma manera el 56% de abogados argumentaron lo mismo,  mientras que 
el 44% refirieron lo contrario; por otro lado, el 67% de fiscales concordaron con 
los magistrados, mientras que el 33% refirieron lo opuesto. Ante lo cual se 
concluyó que, de los encuestados en un 58% respondieron de manera afirmativa, 












Jueces Abogados Fiscales Total
Si 100 56 67 58.2













4.3 Tabla 3. 
 ¿Cree usted que el principio de mínima intervención que se encarga 
de regular las conductas menos graves hacia formas de solución más 
económicas y funcionales socialmente, sería un mecanismo de 
solución de conflictos inmediata en los delitos de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables? 
 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 2 25 33 66 2 67 37 67.27 
No 0 0 17 34 1 33 18 32.73 
Total 2 100 50 100 3 100 55 100 













Figura 3: Elaboración propia 
En la tabla y figura 3, se mostró que 100% de jueces respondieron de manera 
afirmativa, así como el 66% de abogados, mientras que el 34% argumentaron 
negativamente; de la misma manera el 67% de fiscales señalaron que dicho 
principio es importante mientras que 33% sostuvieron lo contrario. Ante lo cual 
se concluyó que, de los encuestados manifestaron en un 67.3%, que el principio 
de mínima intervención que se encarga de regular las conductas menos graves 
hacia formas de solución más económicas y funcionales socialmente, sería un 
mecanismo de solución de conflictos inmediata en los delitos de tráfico ilegal de 












Jueces Abogados Fiscales Total
Si 100 66 67 67.3









4.4 Tabla 4.  
¿Conoce usted algunos mecanismos de solución que puedan ser 
aplicable en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables? 
 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 0 0 23 46 0 0 23 41.82 
No 2 100 27 54 3 100 32 58.18 
Total 2 100 50 100 3 100 55 100 
 Fuente: Elaboración propia.  
 
 
               
 
 
Figura 4: Elaboración propia. 
De acuerdo a la tabla y figura 4, se observó que 100% de jueces y de fiscales no 
tenían conocimiento de los mecanismos de solución que puedan ser aplicables 
en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables; a diferencia 
de los abogados, quienes en un 54.43% concordaron con los magistrados y 
fiscales, mientras que un 46% refirieron lo opuesto. Ante lo cual se concluyó que, 
de los encuestados señalaron en un 58.2%, que no conocen de algún 
mecanismo de solución aplicable al delito estudiado, pero 41.8% declararon de 












Jueces Abogados Fiscales Total
Si 0 46 0 41.8













4.5 Tabla 5.  
¿Considera usted que el principio de oportunidad sería uno de los 
mecanismos de  solución para los delitos de tráfico ilegal de productos 
forestales? 
 
  Fuente: Elaboración propia.  
 
 
Figura 5: Elaboración propia. 
 
En la tabla y figura 5, se apreció que 100% de jueces consideraron que el 
principio de oportunidad sería uno de los mecanismos de solución para los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales, de la misma manera el 68% de 
abogados manifestaron lo mismo, mientras que un 32% expresaron lo opuesto; 
por otra parte, los fiscales en un 67% respondieron de manera afirmativa, 
mientras que un 33% refirieron lo contrario. Ante lo cual se concluyó que, de los 
encuestados un 69% señalaron que el principio de oportunidad es un buen 













Jueces Abogados Fiscales Total
Si 100 68 67 69.1






Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n %   % 
Si 2 25 34 68 2 50 38 69.09 
No 0 0 16 32 1 33 17 30.91 




4.6 Tabla 6.  
¿Considera usted que existe elevada carga procesal en cuanto a los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables que se 
tramitan a nivel fiscal? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 1 13 38 76 2 50 41 74.55 
No 1 50 12 24 1 33 14 25.45 
Total 2 100 50 100 3 100 55 100 
      Fuente: Elaboración propia.  
 
 
 Figura 6: Elaboración propia. 
 
En la tabla y figura 6, se apreció que 50% de jueces consideraron que existe 
elevada carga procesal en cuanto a los delitos de tráfico ilegal de productos 
forestales maderables que se tramitan a nivel fiscal, mientras que 50% 
expresaron lo opuesto; por otra parte, los abogados en un 76% concordaron con 
los magistrados, mientras que 24% refirieron lo contrario, de la misma manera el 
67% de fiscales señalaron lo mismo, mientras que el 33% respondieron lo 
opuesto. Ante lo cual se concluyó que, de los encuestados en 75% consideraron 











Jueces Abogados Fiscales Total
Si 50 76 67 75













 4.7 Tabla 7.  
¿Considera usted que existe elevada carga procesal en cuanto a los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables que se 
tramitan a nivel judicial en la corte superior de justicia de Lambayeque?   






  Figura 7: Elaboración propia. 
En la tabla y figura 7, se apreció que 100% de jueces consideraron que existe 
elevada carga procesal en cuanto a los delitos de tráfico ilegal de productos 
forestales maderables que se tramitan a nivel judicial en la Corte Superior de 
Justicia de Lambayeque, así mismo el 62% de abogados expusieron lo mismo, 
mientras que el 38% refirieron lo contrario; por otro lado, los abogados, quienes 
en un 67% coincidieron con los magistrados y fiscales, en tanto que un 33% 
argumentaron lo opuesto. En definitiva, se concluyó que el 63.6%, argumentaron 












Jueces Abogados Fiscales Total
Si 100 62 67 63.6








Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 2 25 31 62 2 50 35 63.64 
No 0 0 19 38 1 33 20 36.36 




4.8 Tabla 8.  
¿Considera usted que a través de la aplicación del principio de 
oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, se resarciría el daño ocasionado de forma inmediata a 
través del pago de la reparación civil y la reforestación? 
Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 2 25 38 76 2 50 42 76.36 
No 0 0 12 24 1 33 13 23.64 
Total 2 100 50 100 3 100 55 100 
 Fuente: Elaboración propia.  
 
 
Figura 8: Elaboración propia. 
De acuerdo a la tabla y figura 8, se observó que 100% de jueces consideraron 
que a través de la aplicación del principio de oportunidad en los delitos de tráfico 
ilegal de productos forestales maderables, se resarciría el daño ocasionado de 
forma inmediata a través del pago de la reparación civil y la reforestación, de la 
misma manera el 76% concordaron con los magistrados; entretanto 24% 
refirieron lo opuesto; mientras que, los abogados en un 67% coincidieron con los 
magistrados y fiscales, en cambio un 33% refirieron lo opuesto. Por lo que se 
puedo diferir que, los encuestados en un 76.4% respondieron de manera 












Jueces Abogados Fiscales Total
Si 100 76 67 76.4













4.9 Tabla 9:  
¿Usted cree que se deba incorporar los delitos de tráfico de productos 
forestales maderables dentro del principio de oportunidad en su 
artículo 2° inciso 8° del Código Procesal Penal? 
Fuente: Elaboración propia.  
 
              
 
 Figura 9: Elaboración propia. 
En la tabla y figura 9, se mostró que 100% de jueces señalaron que se deba 
incorporar los delitos de tráfico de productos forestales maderables dentro del 
principio de oportunidad en su artículo 2° inciso 8° del Código Procesal Penal; 
de la misma manera el 76% de abogados refirieron lo mismo, mientras que 24% 
exponen lo contrario; por otro lado, los abogados, quienes en un 67% 
coincidieron con los magistrados mientras que el 33% difirieron lo opuesto. Por 
lo tanto 76.4% de los encuestados argumentaron que, se debe de realizar dicha 












Jueces Abogados Fiscales Total
Si 100 76 67 76.4










Respuesta Jueces Abogados Fiscales Total 
Condición 
n % n % n % 
 
% 
Si 2 25 38 76 2 50 42 76.36 
No 0 0 12 24 1 33 13 23.64 





En la actualidad, el principio de mínima intervención, es aquella que limita al 
Estado en cuanto a su poder de coerción penal, toda vez que se debe aplicar 
como última medida de solución, ante la existencia de otras vías jurídicas, tal 
como lo han referido el 67.27% de los diversos operados jurídicos encuestados, 
mientras que el 32.73% expresaron lo contrario, conforme es apreciable de la 
tabla y figura N° 3; las respuestas dadas por los encuestados concuerdan con lo 
señalado por los tesistas Candamil y Gonzales (2015) citado en trabajos previos 
a nivel internacional, en el sentido que nuestro ordenamiento jurídico, se encarga 
de restringir la acción penal a través del principio de mínima intervención; es 
decir que, este se dará cuando no sea posible aplicar otra acción menos drástica. 
Así mismo, lo señalado precedentemente se condice con lo mencionado por los 
autores Matus et al. (2018), el cual fue citado en el marco teórico al referir que, 
resulta insuficiente el respaldo constitucional para poder garantizar la protección 
del medio ambiente, si ésta no se encuentra dentro del margen del principio de 
última ratio, es decir que, no se deben imputar penas donde exista otras 
alternativas de solución que asumen el mismo fin constitucional para poder 
salvaguardar al bien jurídico tutelado.  
Ante ello, se puede afirmar que a través de la aplicación de principio de 
oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderable, si 
se satisface el Derecho Penal de mínima intervención, toda vez que, su finalidad 
radica en encontrar un mecanismo de solución inmediato y menos drástico, del 
cual este principio cumple con dichos parámetros, puesto que, al aplicarse en  
estos tipos de delitos detienen la acción penal, generando que el imputado 
resarza el daño ocasionado de manera inmediata.   
Por otro lado, en cuanto al mecanismo que resulte ser el más favorable de 
aplicación en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, los 
diversos encuestados han referido que el principio de oportunidad sería el más 
adecuado, tal es así que un 69.09% indicaron de manera positiva; por otro lado 
el 30.91% expresaron lo opuesto, conforme es apreciable de la tabla y figura N° 
5; lo cual se puede colegir a lo referido por los autores Cervantes, Escobar y 




enfatizan que si bien el Estado maneja diversos mecanismos para los diferentes 
tipos de delitos, siendo el Derecho Penal uno de los mecanismos más utilizados, 
pero no siempre es el más adecuado, puesto que, existe otro mecanismo de 
pronta solución como lo es el principio de oportunidad. 
En relación a ello, el autor Valandia (2005), quien fue citado en la presente 
investigación dentro del marco teórico, lo reafirma indicando que, la acción penal 
no es la única alternativa de solución, puesto que, se puede acudir a otros 
medios cuando se incurre en un delito, procediendo así la aplicación de otros 
mecanismos alternativos de solución en contra de aquellas acciones que se 
encuentran reguladas dentro del marco legal, pero que son menos ofensivas al 
bien jurídico.  
Por consiguiente, la aplicación del principio de oportunidad en los delitos de 
tráfico ilegal de productos forestales maderables establecidos el art. 310-A del 
C.P, sería uno de los mecanismos más favorables y de pronta solución 
pecuniaria a través de la reparación civil y funcional mediante la reforestación, 
puesto que su aplicación es requerida en investigación preliminar a nivel fiscal.  
En cuanto a la elevada carga procesal que existe en los juzgados penales, los 
encuestados indicaron en un 63.64% que si existe carga procesal en cuanto a 
los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, mientras que un 
36.36 % expresaron lo contrario, conforme se aprecia de la tabla y figura N° 7. 
Es menester precisar, que en estos tipos de delitos a nivel fiscal también existe 
una elevada carga procesal, debido a que solo se cuenta con tres fiscales 
especializados en delitos ambientales en todo el Distrito Judicial de 
Lambayeque, en relación a ello, los operados jurídicos han referido en un 74.55% 
que a nivel fiscal también existe carga procesal, mientras que el 25.45% 
indicaron lo contrario, como consta en la tabla y figura N°6.  
Esto se colige a lo referido por el tesista Coronado (2018) citado en los trabajos 
previos a nivel nacional, cuando se refiere que, la no aplicación del principio de 
oportunidad a nivel de fiscalía, tiene como consecuencia la continuación de la 
etapa de investigación preliminar, posterior formalización de la investigación 
preparatoria y culminar con la etapa de juicio, mediante la conclusión anticipada, 




conocimientos y la falta de discrecionalidad de los fiscales en cuanto a los 
beneficios e importancia de la aplicación del principio de oportunidad. 
Es por ello también que, para el autor Manzano (2014) el cual fue citado en el 
marco teórico, coincide con lo indicado de la siguiente forma; al referir que el 
criterio o principio de oportunidad, es un mecanismo muy importante de 
agilización, racionalización y de búsqueda de eficacia en base a la justicia penal; 
es decir que su fin se basa en suspender el procedimiento penal, buscando evitar 
la elevada carga procesal que existe en la fiscalía especializada en delitos 
ambientales y en los juzgados penales. 
En consecuencia, ante la elevada carga que existe en los juzgados penales, 
puesto que, solo existe un juez de investigación preparatoria y uno para 
juzgamiento, para todo el Distrito Judicial de Lambayeque, en cuanto a los delitos 
de tráfico ilegal de productos forestales maderables, se determina que el 
principio de oportunidad es un mecanismo de pronta solución inmediata a nivel 
de fiscalía, que permitirá culminar el proceso en la etapa de investigación 
preliminar, evitando proseguir con el proceso y que el procesado en la etapa de 
investigación preparatoria se someta a una terminación anticipada o en su caso 
llegar hasta juicio y que requiera la conclusión anticipada. 
Ante dicha realidad problemática es que, se propone que se aplique el principio 
de oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, tal es así que, al responder el instrumento los operadores jurídicos 
manifestaron en un 76. 36% estar de acuerdo con dicha propuesta, mientras que 
el 23.64% expresaron lo contrario, conforme es apreciable en la tabla y figura 
N°9; de los argumentos expuestos por los encuestados en su gran mayoría 
concuerdan que si se debe aplicar este principio, puesto que, de esta manera 
estaríamos resarciendo el daño ocasionado al medio ambiente de manera 
inmediata y asimismo, se descongestionaría la labor tanto del Ministerio Público 
como del Poder Judicial.   
Lo cual está relacionado, a lo expuesto por el tesista Cruz (2019) citado en los 
trabajos previos a nivel local, cuando nos menciona que la protección ambiental 
a través de la acción jurídica penal lo que busca es reparar  el daño ocasionado 




oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, 
no solo se resarcirá el daño de manera pecuniaria a través del pago de la 
reparación civil, sino que también de manera funcional a través de la 
reforestación, es decir, de la cantidad de árboles talados son lo mismo que deben 
de volver a plantar aquel imputado que requiera someterse a este principio.  
Luego de haberse realizado la discusión previa sobre los objetivos planteados, 
se corrobora la hipótesis planteada en esta investigación esto es que, el principio 
de oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, satisface el derecho penal de mínima intervención, porque regula 
las conductas menos gravosas hacia formas de solución más económicas y 
funcionales socialmente, esto se ha corroborado con lo manifestado por los 
encuestados en un 76.36%  en la tabla y figura N°9; quienes señalaron que se 
debe incorporar el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables al 
protocolo del principio de oportunidad, en específico en el artículo N° 2 inciso 8 
del Código Procesal Penal.  
Se debe precisar que, ha existido ciertas dificultades en la investigación, una de 
ellas fue antes de que el Presidente de la Republica, declare en estado de 
emergencia a nuestro país, el cual fue al momento de aplicar el instrumento 
algunos operados jurídicos no contaban con disponibilidad de tiempo para 
resolver, debido a la carga procesal que mantienen, pese a ello se logró 
encuestar algunos de ellos; así mismo, durante esta pandemia a nivel mundial, 
fue imposible encuestar de manera presencial, pese a ello, estas fueron 
respondidas de manera virtual a través del aplicativo de whatsapp y messenger. 
Otra dificultad dada fue la recolección de información sobre el tema investigado, 
debido a que es escasa, puesto de que no existen investigaciones sobre los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, pero se tomó en 
cuenta temas relacionados a este, así como también la doctrina comparada.  
Finalmente, los resultados obtenidos a través de esta investigación, se 
relacionan directamente con los aportes teóricos previos, además con la 
hipótesis que ha sido contrastada afirmativamente, por lo que se propone la 
incorporación del delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables al 




mayoría de los operadores jurídicos encuestados manifestaron que se debe 
incorporar este delito al principio de oportunidad, a fin de resarcir el daño 
ocasionado de manera inmediata y evitar que no se incrementa la carga fiscal y 



























1. El Derecho Penal de mínima intervención, es aquel que permite aplicar otras 
vías jurídicas como pronta medida de solución, dejando de lado la coerción 
penal; en relación a ello, es que a través de la aplicación del  principio de 
oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables 
regulados en el art. 310-A del C.P, si se satisface el principio de mínima 
intervención, puesto que, es un mecanismo de pronta solución y menos 
drástica, ante ello se puede concluir que al aplicar este principio en estos tipos 
de delitos se detiene la acción penal, generando por parte del imputado el 
resarcimiento inmediato del daño ocasionado. 
 
2. Se ha podido corroborar que, uno de los mecanismos más favorables y de 
pronta solución en aquellos delitos menos lesivos, es el principio de 
oportunidad; resultando razonable su aplicación en los delitos de tráfico ilegal 
de productos forestales maderables establecidos en el art. 310-A del C.P. 
 
3. Ante la elevada carga que existe a nivel fiscal y en los juzgados penales, 
debido a que, solo existe tres fiscales y dos jueces para seguir los delitos 
ambientales en todo el Distrito Judicial de Lambayeque, por ello, se determina 
que al aplicar el principio de oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables, permitirá suspender el procedimiento penal 
en la etapa de investigación preliminar; evitando una excesiva carga procesal 
toda vez que, si se continua con el trámite, el procesado podrá seguir hasta  
la etapa de investigación preparatoria o la etapa de juzgamiento; cuando esto 
se puede evitar a nivel fiscal, puesto que tienen el mismo fin constitucional: 









4. Finalmente, resulta necesario proponer que se aplique el principio de 
oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables 
establecidos en el art. 310-A del C.P, puesto que, no solo se va a resarcir el 
daño ocasionado de manera pecuniaria a través del pago de la reparación 
civil, sino que también de manera funcional a través de la reforestación, es 
decir que, la cantidad de árboles talados son los mismos que se deben de 






























1. Se recomienda que al Poder Legislativo,  que adopte el proyecto de Ley que 
se presenta en esta investigación, para su análisis correspondiente, a fin de 
se incorpore el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables 
regulado en el art. 310-A al protocolo del principio de oportunidad en 
específico en el art. 2 inc. 8 del C.P.P.   
 
2. Se recomienda que los fiscales puedan promover el principio de oportunidad 
en la mayoría de los casos donde se incurre en el delito de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables, puesto que, es un mecanismo de 
agilización, racionalización y de búsqueda de eficacia en base a la justicia 
penal; además que tiene como fin resarcir el daño ocasionado de manera 
inmediata y permite evitar la carga procesal a nivel fiscal y judicial.  
 
3. Se sugiere que los abogados pongan de conocimiento a sus patrocinados 
en cuanto a los beneficios que tiene la aplicación del principio de oportunidad 
en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, debido a 
que, es un mecanismo de solución alternativo del cual resulta favorable su 
aplicación, toda vez que no le generaría antecedentes penales ni judiciales 
















“Año de la universalización de la salud” 
 
PROYECTO DE LEY N°.................. 
PROYECTO DE LEY QUE 
INCORPORA EL DELITO DE 
TRAFICO ILEGAL DE PRODUCTOS 
FORESTALES MADERABLES 
REGULADO EN EL ART. 310-A DEL 
CODIGO PENAL AL PRINCIPIO DE 
OPORTUNIDAD. 
El Bachiller en Derecho que suscribe RUTH ALEXANDRA CABREJOS PEREZ, 
ejerciendo el derecho a iniciativa legislativa que le confiere el artículo 107° de la 
Constitución Política del Perú, presenta el siguiente Proyecto de Ley: 
I. FÓRMULA LEGAL 
LEY QUE INCORPORA EL DELITO DE TRÁFICO ILEGAL DE PRODUCTOS 
FORESTALES MADERABLES REGULADO EN EL ARTÍCULO 310-A DEL 
CÓDIGO PENAL AL PROTOCOLO DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD Y EN 
SU ART. 2° INC. 8° DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL.  
 
Artículo 1º.- Objeto de la ley  
La presente Ley tiene por objeto incorporar el delito de tráfico ilegal de productos 
forestales maderables regulado en el art. 310-A del Código Penal al protocolo 
del principio de oportunidad y en su art. 2° inc. 8° del Código Procesal Penal, del 
cual se resarcirá el daño ocasionado de manera inmediata en la etapa preliminar 
a través del pago pecuniario de la reparación civil y funcional de la reforestación; 






Artículo 2º. – Incorporar el delito de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables al principio de oportunidad. 
Incorporar el delito de tráfico ilegal de productos forestales maderables regulado 
en el art. 310-A del Código Penal al principio de oportunidad en los siguientes 
términos:  
“Artículo 2°.- Principio de oportunidad  
8. El Fiscal podrá también abstenerse de ejercer la acción penal, luego de la 
verificación correspondiente, en los casos en que el agente comprendido en la 
comisión de los delitos previstos en los artículos 307-A, 307-B, 307-C, 307-D y 
307-E del Código Penal; así como para el articulo 310-A, (….)  
 
II. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
2.1. ANÁLISIS COSTITUCIONAL Y LEGAL 
1) Constitución Política del Perú: 
 Artículo 107°.- (…) Así mismo lo tienen los ciudadanos que ejercen el 
 derecho de iniciativa conforme a ley.  
 
2) Código Procesal Penal: 
     Artículo 2°.- Principio de oportunidad 
8. El Fiscal podrá también abstenerse de ejercer la acción penal, luego 
de la verificación correspondiente, en los casos en que el agente 
comprendido en la comisión de los delitos previstos en los artículos 307-
A, 307-B, 307-C, 307-D y 307-E del Código Penal, suspenda sus 
actividades ilícitas de modo voluntario, definitivo e indubitable, 
comunicando este hecho al Organismo de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental mediante instrumento de fecha cierta. Si la acción penal 
hubiera sido ya promovida, se aplican, en lo pertinente, las mismas 




2.2. ANÁLISIS DEL PROBLEMA 
Nuestra realidad nos viene demostrando que, factores como el escaso bagaje 
en materia legislativa, aunado a la ausencia de preparación y capacitación en los 
operados jurídicos (jueces, fiscales, abogados) en temas medioambientales y su 
correcta regulación, propician el espacio perfecto para un 
sobredimensionamiento punitivo.  
Los esfuerzos han sido notables, pero a nuestro criterio aún resulta siendo 
insuficientes, pues hay situaciones en específico que delimitar; las mismas que 
deben orientarse siempre dentro del horizonte de un derecho penal de mínima 
intervención.  
Ante dicha problemática se puede dilucidar que a través de la aplicación del 
principio de oportunidad en los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, se satisface el derecho penal de mínima intervención, toda vez que, 
su finalidad radica en encontrar un mecanismo de solución inmediato y menos 
drástico, el cual cumplirá con dichos parámetros, puesto que, al aplicarse en  
estos tipos de delitos detienen la acción penal, generando que el imputado 
resarza el daño ocasionado de manera inmediata. 
Por consiguiente, al aplicarse este principio en los delitos de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables establecidos el art. 310-A del Código Penal, 
sería uno de los mecanismos más favorables y de pronta solución pecuniaria a 
través de la reparación civil y funcional mediante la reforestación, puesto que su 
aplicación es requerida en investigación preliminar a nivel fiscal.  
En este sentido, García (2009) refiere que la acción penal no es la única 
alternativa de solución, puesto que, se puede acudir a otros medios cuando se 
incurre en un delito, procediendo así la aplicación de otros mecanismos 
alternativos de solución en contra de aquellas acciones que se encuentran 
reguladas dentro del marco legal, pero que son menos ofensivas al bien jurídico.  
Es menester exponer, que al aplicarse el principio de oportunidad en los delitos 
de tráfico ilegal de productos forestales maderables, se suspendería la acción 
penal, evitando así la elevada carga procesal que existe en la fiscalía 




cuanto a los juzgados penales, solo se existen 2 jueces que se encargan de 
estos tipos de delitos a nivel del Distrito Judicial de Lambayeque. 
En razón de ello, se le permitirá al procesado culminar en la etapa de 
investigación preliminar, evitando proseguir con el proceso y que en la etapa de 
investigación preparatoria se someta a una terminación anticipada o en su caso 
llegar hasta juicio y que requiera la conclusión anticipada, teniendo como 
finalidad en todas estas etapas el mismo fin constitucional, el cual es proteger el 
bien jurídico tutelado; a diferencia de las demás etapas, la aplicación de este 
principio a nivel fiscal permitirá al procesado que no se le genere ningún tipo de 
antecedentes penales ni judiciales, siendo esto beneficioso para él.  
Para el autor Manzano (2014) menciona que el criterio o principio de oportunidad, 
es un mecanismo muy importante de agilización, racionalización y de búsqueda 
de eficacia en base a la justicia penal; es decir que su fin se basa en suspender 
el procedimiento penal, buscando evitar la elevada carga procesal que existe en 
la fiscalía especializada en delitos ambientales y en los juzgados penales. 
Es importante destacar que con relación a la propuesta, en el trabajo de 
investigación intitulado “El Principio de Oportunidad en los Delitos de Tráfico 
Ilegal de Productos Forestales Maderables”, presentado por Ruth Alexandra 
Cabrejos Perez, a la Facultad de Derecho y Humanidades de la Universidad 
Cesar Vallejo (2020). Se aplicó un instrumento a diversos operados jurídicos 
quienes a través de sus respuestas se llegó a concluir que el principio de 
oportunidad se debe aplicar a los delitos de tráfico ilegal de productos forestales 
maderables, tal como lo han referido el 76.36% de los encuestados, conforme 
se aprecia de la tabla y figura N°9 de dicho trabajo de investigación. 
De lo expuesto se puede inferir, que la incorporación de este delito al principio 
de oportunidad, no alteraría nuestro ordenamiento jurídico, por el contrario sería 
beneficioso para todas las partes procesales, en especial para la parte agraviada 
que sería el estado (medio ambiente), puesto que se resarcirá el daño 
ocasionado de manera inmediata a través del pago de la reparación civil y de la 
reforestación; es decir, que la cantidad de árboles talados serían los mismos que 




asimismo, se descongestionaría la labor tanto del Ministerio Público como del 
Poder Judicial.   
 
III. ANÁLISIS COSTO BENEFICIO 
La aprobación del presente proyecto de Ley no genera costo económico al 
Estado, puesto que, solo se trata de incorporar el delito de tráfico ilegal de 
productos forestales maderables establecidos en el art. 310-A del Código Penal 
al protocolo del principio de oportunidad y en su art. 2° inc. 8° del Código 
Procesal Penal.  
 
IV. EFECTOS DE LA VIGENCIA DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
Ante la aprobación del presente proyecto de ley y su consecuente promulgación 
realizándose la modificación propuesta, la cual surtirá efecto a partir de la 
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oportunidad en los 
Delitos de Tráfico Ilegal 
de Productos 
Forestales Maderables 
“El principio de oportunidad 
es una herramienta legal 
que le brindad potestad de 
discrecionalidad al fiscal en 
los procesos, de la cual 
puede abstenerse de 
ejercitar acción penal, 
previo consentimiento del 
responsable del hecho,  
ello sin perjuicio de 
procurar satisfacer 
íntegramente el interés que 
corresponda al agraviado”.  
(Ministerio Publico, 2018, 
p.2).  
El principio de 
oportunidad es un medio 
de solución de conflicto 
penal, de la cual 
coexiste un previo 
acuerdo entre las partes 
(agraviado- imputado), 
intervenido de forma 
activa el fiscal, 
permitiendo así, la 
culminación del ´proceso 
y el resarcimiento del 
daño ocasionado de 
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Anexo 1 MATRIZ DE OPERALIZACIÓN DE VARIABLES 







Derecho penal de 
mínima intervención 
“El principio de mínima 
intervención penal, es 
conocida como “ultima 
ratio” o poder mínimo del 
Estado, se encarga de 
delimitar al máximo la 
presencia de la ley 
penal, para aplicarla solo 
para casos de muy 
graves a las normas de 
convivencia social, por 
ello ante la ausencia de 
alternativas 
sancionatorias más 
eficaces se aplicara para 
aquellas  conductas 
reprochables que 
afectan directamente a 
los bienes jurídicos”. 
(Angulo, 2004, pág. 19) 
El derecho penal de 
mínima intervención 
regula las conductas 
menos gravosas, 
permitiendo 
solucionarlas de forma 
inmediata de forma 
más  económicas y 
funcionales, 
permitiendo así que el 
apartado judicial sea 
para el juzgamiento y 
la  aplicación de penas 
punitivas de libertad 
para aquellos casos 





















































INSTRUCCIONES: Marque con una “X” la opción que considere necesaria y complete 
los espacios en blanco si fuera el caso en cada una de las preguntas formuladas, para que 
la información obtenida sea posteriormente analizada e incorporada al trabajo de 
investigación. 
Cargo que desempeña actualmente: 
Juez Penal               Fiscal               Abogado   
 
1. ¿Considera usted que a través de la aplicación del principio de oportunidad en los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales se pueda satisfacer el Derecho Penal 
de mínima intervención? 
Sí                          No                   
  
2. ¿Cree usted que el principio de mínima intervención que se encarga de regular las 
conductas menos graves hacia formas de solución más económicas y funcionales 
socialmente, sería un mecanismo de solución de conflictos inmediata en los delitos 
de tráfico ilegal de productos forestales maderables?  
Sí                          No                   
 
3. ¿Conoce usted algunos mecanismos de solución que puedan ser aplicable en los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables?  
 
Sí                          No                   
 
4. ¿Considera usted que el principio de oportunidad sería uno de los mecanismos de  
solución para los delitos de tráfico ilegal de productos forestales? 
 
Sí                          No                   
 
5. ¿Considera usted que existe elevada carga procesal en cuanto a los delitos de 
tráfico ilegal de productos forestales maderables que se tramitan a nivel fiscal? 
 
Sí                          No                   
Anexo 2 
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6. ¿Considera usted que existe elevada carga procesal en cuanto a los delitos de 
tráfico ilegal de productos forestales maderables que se tramitan a nivel judicial en 
la corte superior de justicia de Lambayeque?  
 
Sí                          No                   
 
7. ¿Considera usted que a través de la aplicación del principio de oportunidad en los 
delitos de tráfico ilegal de productos forestales maderables, se resarciría el daño 




Sí                          No                   
 
8. ¿Usted cree que se deba incorporar los delitos de tráfico de productos forestales 
maderables dentro del principio de oportunidad en su artículo 2° inciso 8° del Código 
Procesal Penal?  
 
Sí                          No                   
 






















CONSTANCIA DE CONFIABILIDAD DEL INSTRUMENTO DE 
RECOLECCIÓN DE DATOS 
  
El presente documento es para constatar la fiabilidad del instrumento de 
recolección de datos para medir la percepción del tema denominado. 
  
“EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN LOS DELITOS DE TRAFICO ILEGAL 
DE PRODUCTOS FORESTALES MADERABLES”  
  
Usando el METODO DE KUDER-RICHARDSON (KR-20), la cual se verifica la 
documentación adjuntada en Anexos.  
  
Para la interpretación  del coeficiente de KR-20  se está tomando las siguientes 
escalas:  
  
0.01a 0.20  Muy bueno  
  
0.21a 0.40 Baja  
  
0.41a 0.60 Moderada  
  
0.61a 0.80 Alta  
  
0.81a1.00 Muy Alta    
  
Dando fe que se utilizaron encuestas originales y que los resultados son fieles a 
la realidad en favor de la investigación, ya que el coeficiente de fiabilidad 
obtenido es igual a 0.758,  el mismo que refleja un coeficiente "Alto" dentro de 
la escala de fiabilidad; en conclusión el instrumento de recolección de datos es 
confiable.  
Estampo mi sello, rubrica y número de registro para la conformidad del 








ANEXOS:                
 
                  
 
En donde: 
K= Numero de items del instrumento  
K-1= Numero de items del instrumento -1  
1= Unidad ∑𝑝∗𝑞 = Sumatoria de los productos de p * q  
𝜎2= Varianza de las puntuaciones totales   
  





Tabla 1:  
Resultado obtenido al aplicar el coeficiente de KR-20  al cuestionario de 8 
















Tabla 2:   
Consolidado del cuestionario aplicado a: 2 jueces, 3 fiscales y 50 
abogados. 
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